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Buenos Aires, 20 de enero de 1047. 

Excelentísimo señor presidente de la Nación. 

Tengo el honor de comunicar a vuestra excelencia 
que el Honorable Senado, en sesión de la fecha, ha 
considerado las modificaciones introducidas por la 
Honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley 
que le fuera pasado en revisión sobre ratificación 
de decretos leyes, en lo relacionado con asuntos con­
cernientes o la creación y funcionamiento del ser­
vicio meteorológico nacional, y ha tenido a bien 
aceptarlos quedando asi definitivamente sancionado 
en la forma del adjunto pliego. 

Dios guarde a vuestra excelencia. 

J. HORTENSIO QULTANO. 

Alberto H. Reales. 
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Buenos Aires, 29 de enero de 1947. 

Excelentísimo señor presidente de la Nación. 

Tengo el honor de comunicar a vuestro excelencia 
que el Honorable Senado, en sesión de la fecha, ha 
considerado el proyecto de ley en revisión, por e l 
que se dispone la apertura por la Contaduría Gene­
ral de la Nación de una cuenta especial denominada. 
«Administración General de Impuestos Internos. Fon­
do de estimulo», y ha tenido a bien aprobarlo, que­
dando asi definitivamente sancionado en la forma del 
adjunto pliego. 

Dios guarde a vuestra excelencia. 

J. HORTBNSXO QUUANO. I 
Alberto H. Reales. 
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Buenos Aires, 29 de enero de 1947. 

Excelentísimo señor presidente de la Nación. 

Tengo el honor de comunicar a vuestra excelencia 
que el Honorable Senado, en sesión de la fecha, ha 
considerado el proyecto de ley en revisión, por el 
que se fija el arancel que percibirá el fisco por 
lus gestiones que se realicen ante el Registro Pú­
blico de Comercio, y ha tenido a bien aprobarlo» 
quedando asi definitivamente sancionado en la forma 
del adjunto pliego. 

Dios guarde a vuestra excelencia. 

J. HORTBNSXO QUIJANO. 
Alberto H. Reales. 
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Buenos Aires, 29 de enero de 1947. 

Excelentísimo señor presidente de la Nación. 

Tengo el honor de comunicar a vuestra excelencia 
que el Honorable Senado, en sesión de la fecha, ha 
considerado el proyecto de ley en revisión por el 
que se autoriza al Poder Ejecutivo a donar al go­
bierno de la provincia de Córdoba, tres fracciones 
de terreno que forman parte del campo pertene­
ciente a la Escuela de Agricultura del Ministerio 
de Agricultura de la Nación, con destino al ensanche 
del camino de Bell Ville a Cintra, y ha tenido a 
bien aprobarlo, quedando , asi definitivamente san­
cionado en la forma del adjunto pliego. 

Dios guarde a vuestra excelencia. 

— ^ J. HORTEN8IO QUIJANO. 

ÍSM Alberto H. Reales. 
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—En Buenos Aires, a los cinco días del 
mes de febrero de 1947, siendo las 17 y 40, 
dice el 

Sr. Presidente. — Queda abierta la sesión, 
con la presencia de 18 señores senadores. 

1 

A S U N T O S ENTRADOS 

Sr . Presidente. — Se va a dar cuenta de los 
asuntos entrados. 

I 

Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando acuerdos. 

— A la Comisión de Acuerdos. 

II 

Buenos Aires, 31 de enero de 1947. 

A la Honorable Cámara de Senadores de la Nación. 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
vuestra honorabilidad para poner en su conocimiento 
que ha resuelto ampliar la convocatoria a sesiones 
extraordinarias de vuestra honorabilidad, a fin de 
que dentro del período de las mismas se discuta e l 
proyecto de ley por el que se crea el Seguro Aero­
náutico Comercial. 

Adjunto remito a vuestra honorabilidad copia au­
tenticada del respectivo decreto dictado en esta mis­
ma fecha. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

J U A N PERÓN. 

Ramón Antonio Cereijo. 

Buenos Aires, 31 de enero de 1947. 

El presidente de la Nación Argentina 

DECRETA: 

Articulo 1' — Amplíase el decreto 14.325/946, de 
convocatoria a sesiones extraordinarias del Honorable 

Congreso de la Nación, en el sentido de que dentro 
del período de las mismas se trate el proyecto de ley 
por el que se crea el Seguro Aeronáutico Comercial. 

Art. 2? — Comuniqúese, publiquese, anótese y dése 
a la Dirección General del Registro Nacional. 

J U A N PERÓN. 

Ramón Antonio Cereijo. 

Buenos Aires, 31 de enero de 1947. 

Al Honorable Congreso de la Nación 

Tengo el honor de dirigirme a vuestra honorabilidad 
para someter a su consideración el adjunto proyecto 
de ley por el que se crea el Seguro Aeronáutico Co­
mercial. 

Las disposiciones vigentes en la materia-establecen, 
con carácter de obligatoriedad, la constitución de se­
guros a cargo de las empresas de aeronavegación. El 
cumplimiento de esas disposiciones, para el cual debe 
recurrir se a las compañías particulares, significa para 
las empresas mixtas de aeronavegación, una fuerte 
erogación anual y la aceptación de condiciones no 
siempre convenientes, lo que influye en el resultado 
económicofinanciero de las mismas, y encarece las 
tarifas que ellas deben aplicar. 

Además, debe destacarse que siendo el Estado parte 
integrante de las empresas mixtas, resulta conveniente 
establecer disposiciones tendientes a proteger en form i 
eficaz los capitales aportados y comprometidos en el 
desarrollo y evolución de las empresas, por lo que 
es aconsejable la adopción de todas aquellas medidas 
que coadyuven al afianzamiento y desenvolvimiento 
de las mismas. 

Asimismo, derivándose del sistema proyectado, evi­
dentes ventajas en cuanto a seguridad y economía en 
las operaciones de seguros aéreos se refiere, nada obsta 
a que se permita disfrutar de sus beneficios a todas 
las entidades o personas que realizan actividades 
aeronáuticas de cualquier naturaleza que ella sea, 
permitiéndoles efectuar sus seguros en el Seguro Aero 
náutico Comercial. 

Por último, el Poder Ejecutivo, a fin de dar a la 
nueva entidad una base económica sólida que le per­
mita hacer frente a los siniestros que eventualm en te 
pudieran producirse en los primeros tiempos de su 
funcionamiento, considera indispensable, que el Petado 
facilite el capital inicial que seria reintegrado, a me­
dida que las reservas de la misma le permitan técni­
camente, la cobertura de los riesgos a su cargo 

Por las razones expuestas, el Poder Ejecutivo, per­
suadido de la importancia que tendrá para el desenvol­
vimiento de nuestra aeronáutica el adjunto proyecto de 
ley, solicita a vuestra honorabilidad quiera prestar 
la sanción legislativa correspondiente en el presente 
periodo de sesiones extraordinarias.' 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

J U A N PERÓN. 

Ramón Antonio Cereijo. 

PROYECTO DE LEY 

Articulo 1? — Créase el Seguro Aeronáutico Comer­
cial ( S A C ) que estará integrado por las empresas 
mixtas de aeronavegación constituidas.por los decretos 
4.157, 11.448, 13.175 y 13.632/46, y las que en el fu-
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turo se constituyan en el país y las lineas aéreas del 
Estado ( L A D E ) . 

A r t 29 — El Seguro Aeronáutico Comercial funcio­
nará como entidad aseguradora de los riesgos a cargo 
de las empresas que lo integran y estará sujeto en 
cuanto a su organización, funcionamiento, solvencia 
liquidación, etcétera, al contralor y fiscalización de 
la Superintendencia de Seguros de la Nación. 

Art. 39 — Podrá, asimismo, contratar seguros con 
otras entidades o personas comprendidas en el- de­
creto 21.548/46 de trabajo aéreo, como también con 
las entidades o personas que hagan aeronáutica de 
índole no comercial, todo ello con los recaudos y en 
las condiciones que se establezcan por vía de regla­
mentación. 2!?S 

Art. 49 — El capital del Seguro Aeronáutico Comer­
cial, se constituirá con los remanentes de las primas 
percibidas, las que deberán establecerse a un nivel 
que consulte la necesaria garantía de los fines per­
seguidos, con las exigencias de las explotaciones co­
merciales de aeronáutica, a costo económico. 

Art. 59 — El Seguro Aeronáutico Comercial será ad­
ministrado y fiscalizado por un directorio, designado 
por el Poder Ejecutivo y compuesto de cinco (5) miem­
bros titulares y dos (2) suplentes que representarán: 
uno (1) a la Secretaria de Aeronáutica; uno (1) a la 
dirección de Aeronáutica Comercial; dos (2), uno (1) 
de ellos suplente, a la Flota Aérea Mercante Argentina 
( F A M A ) ; dos (2j, uno (1) de ellos suplentes, a las so­
ciedades mixtas de aeronavegación en el orden interno 
y las lineas aéreas del Estado y uno (1) al Ministerio 
de Hacienda de la Nación. 

Los representantes de la Flota Aérea Mercante Ar­
gentina ( F A M A ) y de las sociedades mixtas de 
aeronavegación en el orden interno, serán elegidos de 
las ternas de funcionarios de las mismas que ellas pro­
pongan. 

Art. 69 — El directorio, por intermedio de la Di­
rección de Aeronáutica Comercial, someterá al Poder 
Ejecutivo las normas para el funcionamiento del Se­
guro Aeronáutico Comercial, las que, al igual que la 
reglamentación de la presente ley, deberán aprobarse 
con intervención del Ministerio de Hacienda y previo 
asesoramiento de sus organismos técnicos competentes. 

Art. 79 — Autorízase al Poder Ejecutivo a anticipar 
al Seguro Aeronáutico Comercial hasta la suma de 
tres millones de pesos moneda nacional ($ 3.000.000) 
con cargo de reintegro en las condiciones que se es­
tablezcan. A tal efecto el Poder Ejecutivo podrá 
realizar las operaciones de crédito que considere con­
venientes. 

Art . 89 — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Ramón Antonio Cereijo. 

— A la Comisión de Industria y Comercio. 

III 

Buenos Aires, 3 de febrero-de 1947. 

A l Honorable Congreso de la Nación. 

De acuerdo con los propósitos enunciados ante ese 
Honorable Congreso, de cooperar en las tareas legis­
lativas, llevando a su seno toda iniciativa que res­
ponda a una necesidad de bien público, el Poder 
Ejecutivo se permite someter a vuestra consideración 
el proyecto de ley creando el Consejo Nacional de 
Educación Física. 

Sobre el particular, nuestra legislación está en evi­
dente retraso con respecto a la de otros países. En 
efecto, Estados Unidos, Brasil, Méjico. Chile, Perú, 
Venezuela, Uruguay y otras naciones, poseen orga­
nismos del Estado que organizan, coordinan y con­
trolan el desarrollo de la educación física. 

Es evidente que la grandeza de una nación está 
en razón directa con la educación y la conciencia 
moral de sus ciudadanos, así como con la salud y el 
vigor físico del los mismos; de alli que la práctica 
de la educación física, en forma amplia y metódica, 
es indispensable para alcanzar aquella grandeza. 

Esa educación que el Estado costea e imparte en 
los establecimientos de enseñanza oficiales y oficiali­
zados, o fiscaliza, patrocina o subvenciona en las 
instituciones u organizaciones deportivas privadas, 
debe propender a la mejor preparación física y es­
piritual del ciudadano, a todos los fines que pueda 
exigirle la Nación en momento dado. 

En tal sentido, es de vital interés que el ciudadano 
venga disciplinado e instruido de antemano, y posea 
ia indispensable capacidad física y militar suficientes, 
para que pueda ser destinado al servicio de las armas 
o de las especialidades técnicas y profesionales corres­
pondientes. 

Ya el espíritu de la ley 1.420, de educación común, 
confirma el concepto de que las preocupaciones y 
sacrificio financiero del Estado para asegurar la 
defensa nacional, reclaman una acción educativa 
previa en todos los institutos de enseñanza, asi como 
en los centros de educación física, para forjar de 
antemano el espíritu y la personalidad del ciudadano 
que ha de empuñar luego las armas de la patria a 
servir al país con la fuerza del trabajo. 

Debe procurarse, igualmente, por medios adecuados, 
que el ciudadano, una vez licenciado, aspire a man­
tener la aptitud física, los hábitos saludables, la des­
treza deportiva y la instrucción militar adquirida, 
mediante ejercitaciones periódicas que tiendan a tal 
fin y lo mantengan vinculado material y espiritual-
mente al regimiento, unidad o servicio especializado 
en el que ha servido o en el que pudiera ser movi­
lizado. 

A efectos de cumplir ese propósito, es necesario 
crear un organismo autárquico, bajo la dependencia 
del Ministerio de Guerra que, con unidad de acción 
y de criterio, coordine las distintas actividades que 
se desarrollan en el pais en materia de educación 
física, sean ellas oficiales o particulares, y que oriente, 
estimule y fiscalice la iniciativa privada, apoyando 
la obra que ésta realiza en el deporte, actividad que 
ppr su propósito educativo y social debe procurar 
la atención del gobierno. 

Con respecto a la mención que se hace en el pro­
yecto de la instrucción de pre y posconscripción, es 
idea que ha tomado cuerpo en todas las repúblicas 
americanas. En efecto, la Junta Interamericana de 
Defensa señala, como principales «medidas para la 
capacitación y aprovechamiento bélico del capital 
humano», «la práctica de la instrucción premilitar» y 
«el máximo aprovechamiento del elemento femenino». 
Expresa más adelante que es una medida conveniente 
la «utilización de la instrucción premilitar, tanto con 
el fin de contribuir con ella al mayor desarrollo 
físico de las juventudes del continente, como para 
encauzarlas dentro de ciertas normas disciplinarias, 
vinculándolas con las instituciones armadas, y pro­
curándoles también ciertos conocimientos elementales 
para su futura preparación militar». 

cscarlato
Línea
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el artículo 29, son indiscutiblemente insufi­
cientes para cubrir esos 1.000.000.000 de pesos 
que nosotros ya hemos votado. Es decir, que en 
este momento no podemos votar una ley con­
tradictoria con otra sanción nuestra anterior. 

Sr. Bavio. — N o sería contradictoria, señor 
senador, en manera alguna. L o único que fa l ­
taría sería una mayor autorización de gastos, 
porque si el Poder Ejecutivo lo necesita, lo r e ­
querirá del Congreso. 

Sr . Presidente. — Eso ya viene en otro men­
saje, señor senador. 

Sr. Bavio. — M e informa la Presidencia que 
hay otro mensaje requiriendo la autorización. 
D e todas maneras es conveniente este debate, 
porque ha quedado perfectamente aclarado que, 
en la financiación, faltaría la autorización 'le­
gislativa para las inversiones de carácter sani­
tario. 

—El señor senador Tanco pronuncia unas 
palabras que no se alcanzan a percibir. 

Sr . Bavio . — Pero son para nuevas cons­
trucciones, señor senador. 

Sr . Tanco. — Es el mismo argumento que dan 
los señores senadores por San Juan. Y a se han 
votado otros fondos. 

Sr. Cruz. — Pido la palabra. 
El artículo 19 también prevé el caso, en 

cuanto dice que el Poder Ejecutivo, podrá dis­
poner —independientemente de los recursos 
especiales para cada caso concreto que esta­
blezcan las l e y e s — . . . 

Sr. Ramella. — Esta ley. 
Sr . Cruz. — . . . de las sumas que estime ne­

cesarias en obras y trabajos públicos, en la 
siguiente forma. D e manera que ahí está in­
cluido. 

Sr. Ramella. — ¿Y si se agregara, para evitar 
cualquier equívoco « . . .y de las leyes compren­
didas en el plan quinquenal»? 

Sr . Cruz. — Pero si el artículo 19 ya lo esta­
blece. Porque la ley de salud pública integra 
el plan quinquenal. Es lo que ya sancionamos 
oportunamente. 

Sr . Ramella . — Pero se limitan los gastos 
autorizados en los artículos 29 y 39 de esta ley 
que estamos considerando. Si hay un proyecto 
distinto que contempla esta situación, entonces 
el asunto cambia de aspecto. 

Sr. Cruz. — A q u í hablamos del quinquenio, 
cuando se dice que se autoriza al Poder E j e ­
cutivo para invertir en trabajos públicos en el 
quinquenio 1947-51. 

Sr. Remella . — Pero el otro párrafo se re ­
fiere a los gastos que autorizan los artículos 29 
y 39 de la ley. 

Sr . Cruz. — Y o entiendo que está incluido una 
parte en la ley de salud pública que se votó 
oportunamente, y lo otro está comprendido en 
la ley de financiación. 

Sr. Bavio. — Es evidente, señor presidente; 
que si hay otro mensaje del Poder Ejecutivo p i ­
diendo sumas para inversiones sanitarias, es 
conveniente que no modifiquemos la financia­
ción de .esta ley, y la dejemos tal cual la ha 
enviado el Poder Ejecutivo. Si éste necesita a u ­
torización para nuevas inversiones, o el Congre­
so desea mañana dar una nueva autorización, 
ello sería materia de una ley especial. 

Sr. Busquet. — Pido la palabra. 
Y o creo que, sensiblemente, nos estamos des­

viando del contenido de esta ley que considera­
mos. A q u í se solicitan dos autorizaciones ex­
presamente determinadas: las que establecen los 
artículos 29 y 39, los que involucran una suma 
determinada de pesos, que llega a alrededor 
de los 5.000.000.000. de manera que con lo 
que absorbe el plan quinquenal —que es de 
conocimiento público y sobre lo que hemos 
conversado al respecto en otras oportunida­
des—, se. eleva a seis mil y pico de millones. En 
ese margen irá incluido lo que falta. L o que el 
Poder Ejecutivo nos solicita expresamente por 
esta ley, para esas inversiones de carácter g lo­
bal, son las sumas que el señor senador por Sa l ­
ta, doctor Bavio, ha discriminado, sacando los 
datos del plan quinquenal, que da casualmente 
las mismas cifras de conjunto. Y aquí se espe­
cifica en qué deben ser invertidos esos fondos; 
se dice, por ejemplo, en el artículo 29: obras sa­
nitarias, navegación y puertos, arquitectura, 
vialidad, transporte, parques nacionales y tu­
rismo y aeropuerto nacional. Y en el 39, energía 
eléctrica, que comprende agua y electricidad. 

De manera que estas autorizaciones compren­
den única y exclusivamente, lo que la ley men­
ciona, en forma determinada, y en lo que se 
refiere a lo manifestado por el señor senador 
por San Juan, será objeto de otro proyecto, que 
oportunamente será tratado por la Cámara, co­
mo manifiesta el señor presidente. 

Sr. Figüeiras. — Pido la palabra. 
Y o creo que con el artículo 39 va a quedar 

salvada la duda que tiene el señor senador por 
San Juan. Si lo leemos, veremos que dice así: 
« S i el Fondo Nacional de Salud Pública y As i s ­
tencia Social no produjera de inmediato lo. pre ­
visto y hasta tanto se organice su régimen de 
percepción, la financiación del plan de salud 
pública se atenderá con los fondos comunes del 
plan quinquenal de gobierno o con recursos ex ­
traordinarios.» L o que equivale a decir, que ase­
gura la cantidad total. 

Sr. Tascheret. — ¿Me permite, señor senador, 
una observación? 

El señor senador ha incurrido nuevamente en 
el error de leer el plan original que no coincide 
con la sanción del Honorable Senado. Justamente 
yo quise hacer esta aclaración porque el error 
del informe del señor senador por Salta es debido 
a que sé ha dado mucha difusión al plan original 
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y la ley aprobada por el Senado modificó esa 
sanción. Y especialmente lo hice al expresar que 
el fondo nacional de salud pública, a mi juicio, 
está destinado casi exclusivamente, puedo ase­
gurar que exclusivamente, al mantenimiento y 
funcionamiento de los institutos a construirse con 
los fondos comunes del plan quinauenal, como 
bien establece el artículo 29 de la segunda ley. 

Ahora, señor presidente, yo retiraría mi m o ­
ción que modifica este proyecto de la comisión, 
si se considerase que las salvedades hechas son 
suficientes, y qué el Poder Ejecutivo ha de prever 
esta situación y mandará el proyecto corres­
pondiente . . . 

Sr. Bavio. — Y a lo ha hecho. 
Sr. Tascheret. — . . . solicitando la autorización 

por 1.000.000.000 de pesos para las construccio­
nes relativas a salud pública. 

Sr. bavio . — Y en el mismo caso, señor pre­
sidente, está instrucción pública, que será tam­
bién materia de un mensaje especial del Poder 
Ejecutivo. 

Sr. Presidente. — Si no se hace uso de la pa­
labra, se va a votar en general. 

—Se vota y resulta afirmativa. 

Sr. Presidente. — En consideración en particu­
lar, entendiéndose que artículo que no sea o b ­
servado quedará aprobado. 

—Se lee el artículo 1?. 

Sr. Bavio. — Pido la palabra, señor presidente, 
para solicitar que se agregue al final del a r ­
tículo 19, después de la palabra «financiación», 
lo siguiente: «para su aprobación». 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente. — Habiendo asentimiento, asi 
se procederá. 

Sr. Ramella. — Pido la palabra. 
Deseo hacer una pequeña observación de de­

talle sobre el inciso a). Este inciso dice al prin­
cipio: « D e acuerdo con el nuevo sistema banca-
rio regido por el Banco Central.» En otra opor­
tunidad expresé que, en las leyes, no se deben 
usar calificativos con respecto a los sistemas, f a ­
cultades, etcétera. En este caso, pienso que el 
hecho de que el sistema sea nuevo o viejo, no 
interesa; basta con que sea un régimen legal. 

Sr. Bavio. — Tiene razón el señor senador; 
la comisión acepta la supresión de la palabra 
«nuevo» . 

Sr. Presidente. — N o habiendo más observa­
ciones, queda aprobado el artículo con las modi­
ficaciones propuestas. 

—Sin observación, se leen y aprueban los 
artículos 2? al 6? inclusive. 

—El articulo 7? es de forma. 

Sr. Presidente. — Queda aprobado el despacho. 

6 

FUERO DEL TRABAJO 

—Se lee: 

Despachos de las comisiones 

Honorable Senado: 

Vuestras comisiones de Negocios Constitucio­
nales, Trabajo y Justicia, han tomado en con­
sideración la sanción de la Honorable Cámara 
de Diputados en el proyecto de ley por el que 
se ratifica, con modificaciones, el decreto 
32.347/44, que crea el fuero del trabajo en la 
Capital Federal y ratifica y deroga el decrete 
21.425/44 que establece la instancia administra­
tiva obligatoria para el resarcimiento de acci­
dentes de trabajo en todo el país y, por las r a ­
zones que dará el miembro informante, os acon­
sejan: 

19 Desechar la sanción de la Honorable 
Cámara de Diputados; 

29 Insistir en la sanción del Honorable Se­
nado de fecha 28 de septiembre de 1946, 
que modifica el decreto 32.347/44 que 
crea el fuero del trabajo; 

39 Insistir en la sanción del Honorable Se­
nado de fecha 29 de agosto de 1946, que 
comprende la ratificación del decreto 
21.425/44, que establece la instancia 
administrativa obligatoria para el r e ­
sarcimiento de accidentes del trabajo en 
todo el país. 

Sala de las comisiones, 31 de enero de 1947. 

Armando G. Antille. — Pablo A. 
Ramella. — Gilberto Sosa Lo-
yola. 

PROYECTO DE L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

C A P Í T U L O I 

Organización y competencia 

Artículo 19 — En la Capital de la República 
la justicia del trabajo se ejercerá por la Comi­
sión de Conciliación, las de arbitraje, los jueces 
de primera instancia y la Cámara de Apelacio­
nes. Su organización, competencia y procedi­
miento se regirán por las normas que la pre ­
sente ley establece. 

A r t . 29 — L a jurisdicción del trabajo no podrá 
ser delegada y su competencia es improrrogable. 

Art . 39 — Serán de competencia de la juris­
dicción del trabajo las causas que se susciten 
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entre empleadores y trabajadores por conflictos 
de derecho, fundadas en disposiciones de los con­
tratos de trabajo, de empleo, de aprendizaje 
o de ajuste de servicio, y todas aquellas otras, 
contenciosas, en que.se ejerciten acciones deri­
vadas de disposiciones legales o reglamentarias 
del derecho del trabajo. 

A r t . 4 o — Será competente para conocer en 
la causa, el juez del lugar del trabajo, el del 
domicilio del demandado o el del lugar donde 
se hubiere celebrado el contrato, a elección del 
demandante. 

Art . 5 o — L a Comisión de Conciliación estará 
compuesta de un presidente, un vicepresidente 
y veinte vocales, nombrados por el Poder E j e ­
cutivo, debiendo reunir esos funcionarios las si­
guientes condiciones: ser argentino nativo, m a ­
yor de 25 años, con título de abogado. 

Art . 69 — Las comisiones de arbitraje se cons­
tituirán, en cada caso, con el presidente o vice­
presidente de la Comisión de Conciliación, y 
con un representante patronal y otro obrero, 
elegidos por las partes. Actuará como secretario 
el vocal de la Comisión de Conciliación que el 
presidente designe. 

A r t . 79 — Los representantes patronales y 
obreros deberán reunir las siguientes condicio­
nes: ser argentinos, mayores de 25 años, de 
notoria buena conducta, saber leer y escribir, 
ejercer actividad de la misma especialidad que 
la de las partes y estar en pleno ejercicio de 
sus derechos civiles. 

A r t . 89 — Las comisiones de arbitraje enten­
derán en los casos, en que las partes, de común 
acuerdo, decidieran someter a su resolución los 
conflictos de derecho motivados por rebaja de 
la remuneración o. modificación de- las condi­
ciones de trabajo. 

Art . 99 — El Poder Ejecutivo reglamentará 
el funcionamiento de la Comisión de Concilia­
ción y de las de arbitraje, de acuerdo a las pres­
cripciones de la presente ley. 

A r t . 10. — Los miembros de la Cámara de 
Apelaciones y los jueces de primera instancia 
serán nombrados por el Poder Ejecutivo con 
acuerdo del Senado, debiendo tener los prime­
ros no menos de treinta años y los segundos 
más de veinticinco y además reunir las siguien­
tes condiciones: ser argentino nativo, aboga­
do, haber ejercido en el país durante 4 años 
su profesión o desempeñado por igual térmi­
no empleo judicial. Dichos magistrados cesarán 
automáticamente en sus funciones al cumplir 
65 años de edad. 

A r t . 11. — Los jueces de primera instancia 
prestarán juramento ante la C á m a r a de A p e ­
laciones y los miembros de ésta ante su pro ­
pio seno. 

A r t . 12. — Los jueces de primera instancia 
y los miembros de la C á m a r a de Apelaciones 
durarán en sus funciones mientras observen 
buena conducta y sólo podrán ser removidos I 

por las mismas causales establecidas para los 
demás magistrados judiciales de la Nación, so­
bre denuncia formal y escrita de cualquier 
interesado y en virtud de sentencia fundada de 
un tribunal compuesto por dos vocales de las 
cámaras de Apelaciones en lo Civil, un vocal 
de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial y 
dos vocales de la Cámara de Apelaciones del 
Trabajo designados por sorteo. Cuando fuere 
el denunciado miembro de la Cámara de A p e ­
laciones, el tribunal será presidido por el pro­
curador general de la Nación. 

L a denuncia deberá ser presentada ante el 
presidente de la Cámara de Apelaciones del 
Trabajo , quien convocará al tribunal corres­
pondiente, el que decidirá sobre la procedencia 
de la misma. 

A r t . 13. — D e la denuncia se dará vista al 
acusado por seis días y vencido el término, hu­
biere o no contestación, se convocará a las par­
tes a una audiencia con intervalo de diez días. 
Las partes podrán ofrecer pruebas y pedir las 
medidas necesarias para producir las mismas 
en la audiencia expresada. El juez acusado po-

. drá ser suspendido desde la presentación de la 
denuncia. 

L a sentencia se dictará dentro de los diez 
días de recibidas las pruebas y, si fuere conde­
natoria, sólo tendrá por efecto dejar cesante 
al juez. 

Art . 14. — En la Capital de la República 
habrá treinta jueces de primera instancia. Cada 
juzgado tendrá un secretario, que deberá reunir 
las siguientes condiciones: ser argentino nativo, 
abogado o escribano y mayor de 25 años. 

A r t . 15. — L a Cámara de Apelaciones estará 
compuesta de un presidente, un vicepresidente 
y nueve vocales. El presidente y el vicepresi­
dente serán elegidos anualmente por mayoría 
de votos. 

A r t . 16. — L a Cámara de Apelaciones funcio­
nará dividida en cinco salas. Cada sala estará 
compuesta por el presidente de la cámara y dos 
vocales, y hará tribunal con el total de sus miem­
bros, pudiendo actuar con dos en caso de que 
no hubiere discrepancia. 

A r t . 17. — L a Cámara de Apelaciones se r e ­
unirá en pleno para unificar la jurisprudencia 
cuando cualquiera de las salas entendiera que 
es conveniente fijar la interpretación de la ley 
o de la doctrina aplicable. 

A r t . 18. — L a Cámara de Apelaciones tendrá 
cinco secretarios, que deberán reunir las si­
guientes condiciones: ser argentinos, mayores 
de 25 años, abogados. 

A r t . 19. — L a Cámara de Apelaciones co­
nocerá: 

a) D e los recursos de apelación que se in­
terpongan contra las sentencias de los 
jueces de primera instancia; 
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b) De los recursos de apelación que se in­
terpongan en los casos autorizados por 
las leyes de previsión social, con suje- ! 
ción al artículo 39; 

c) De los recursos que autoriza el artículo 
69 de la ley 11.570; 

d) De los recursos de queja y retardo de 
justicia; 

e) De las recusaciones de sus propios 
miembros y de los jueces de primera 
instancia; 

/ ) De los recursos de nulidad interpuestos 
contra las resoluciones de las comisiones 
de arbitraje. 

Art . 20. — El Ministerio Público de Trabajo 
será desempeñado por un procurador general 
del trabajo y 15 representantes. 

El procurador general del trabajo y los repre­
sentantes del ministerio público deberán reunir 
las mismas condiciones exigidas para los jueces 
de primera instancia. 

Art . 21. — Corresponde al ministerio público 
en esta jurisdicción: 

a) Representar y defender los intereses fis­
cales; 

b) Intervenir en todo asunto judicial que 
interese a la persona o bienes de los 
menores de edad, dementes y demás in­
capaces, y entablar en su defensa las 
acciones o recursos necesarios, sea d i ­
recta o juntamente con los representan­
tes de aquéllos; 

• c ) Velar por el cumplimiento de las leyes, 
decretos, reglamentos y demás disposi­
ciones que deban aplicar los tribunales 
del trabajo, pidiendo el remedio de los 
abusos que notare; 

d) Ser parte necesaria en todas las causas 
del trabajo y en las contiendas de juris­
dicción y competencia; 

e) Representar a la caja de garantía creada 
por la ley 9.688, en todas las jurisdic­
ciones. 

Art . 22. — El Ministerio de Justicia e Instruc­
ción Pública organizará el Ministerio Público del 
Trabajo y dictará las normas reglamentarias con 
sujeción a las cuales deberá ejercer sus fun­
ciones. 

A r t . 23. — Los miembros de la Cámara de 
Apelaciones y los jueces de primera instancia 
no podrán ser recusados sin causa, y regirán 
para los mismos las causales de incompatibili­
dad, excusación y recusación establecidas para 
los magistrados del fuero ordinario de la C a ­
pital Federal. 

A r t . 24. — E n íos casos de recusación, licen­
cia u otro impedimento, los jueces se reempla­
zarán recíprocamente en la forma que establezca 
la Cámara de Apelaciones. 

Art . 25. — En caso de licencia u otro impedi­
mento, los secretarios serán reemplazados por 
otro empleado del Tribunal del fuero del Traba­
jo, que -deberá reunir las condiciones exigidas 
para el titular. 

Art . 26. — L a Cámara de Apelaciones llevará 
un registro de peritos y establecerá las condi­
ciones y requisitos que deberán reunir a los 
efectos de su inscripción. Los nombramientos de 
oficio deberán recaer en los peritos inscritos, 
y por sorteo, quienes no podrán, sin justa causa, 
dejar de aceptar el cargo, bajo pena de exclu­
sión del registro. 

Art . 27. — El Poder Ejecutivo formará una 
lista de expertos, patronales y obreros, de cada 
una de las actividades a que se refiere el decreto 
del Poder Ejecutivo 16.116, de fecha 16 de enero 
de 1933. 

Art . 28. — Los expertos que se designen debe­
rán aceptar el cargo, haciéndose pasibles, en 
caso de negativa infundada, de una multa de 
veinte a cien pesos, que impondrá el juez. N o 
percibirán honorarios por su actuación, pudiendo 
el juez determinar, según los casos, una suma 
compensatoria de los salarios dejados de perci­
bir como consecuencia de su desempeño. 

Art . 29. — Los miembros de la Cámara de 
Apelaciones, jueces de primera instancia, los 
miembros del Ministerio Público, vocales de la 
Comisión de Conciliación y secretarios, no po­
drán desempeñar ningún otro empleo público 
o privado, ni ejercer su profesión. 

Art . 30. — Las prohibiciones consignadas en 
el artículo anterior regirán para los empleados 
de la Cámara de Apelaciones y juzgados de pri­
mera instancia. 

Art . 31. — L a Cámara de Apelaciones nom­
brará sus secretarios y demás personal. 

Los secretarios y empleados de los juzgados de 
primera instancia serán nombrados por la C á ­
mara de Apelaciones a propuesta de los jueces 
respectivos. 

Art . 32. — L a Cámara de Apelaciones ejercerá 
superintendencia sobre los jueces de primera 
instancia y demás funcionarios y empleados j u ­
diciales. 

C A P Í T U L O I I 

Procedimiento general 

Art . 33. — El procedimiento será impulsado 
de oficio por los jueces. 

A r t . 34. — Todos los términos serán impro­
rrogables y perentorios; correrán desde el día 
siguiente al del emplazamiento, citación o noti­
ficación. N o se contarán los días inhábiles. 

Art . 35. — Ante los jueces y Cámara de 
Apelaciones las partes podrán ser representadas 
de acuerdo con las disposiciones establecidas en 
la ley 10.996. 
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Exista o no representación, la asistencia le­
trada será obligatoria ante la Cámara de A p e ­
laciones. 

Ante la Comisión de Conciliación y las de a r ­
bitraje, las j partes deberán comparecer perso­
nalmente, podiendo en caso de impedimento ser 
representadas: 

a) P o r parientes dentro del tercer grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad; 

b) Tratándose de empleados u obreros, por 
compañeros de trabajo; 

c) Tratándose de asociaciones, sociedades o 
empresas, la representación podrá ser 
ejercida por sus directores, asociados, 
gerentes o empleados superiores con p o ­
der suficiente. 

A r t . 36. — L a representación en juicio podrá 
ejercerse por carta poder que se otorgará ante 
el presidente de la Comisión de Conciliación o 
secretario de juzgado de primera instancia, pre ­
via justificación de la identidad del interesado 
y deberá ser f irmada por el funcionario y el 
otorgante. En caso de impedimento podrá f ir­
m a r cualquier persona hábil a ruego del otor­
gante. 

A r t . 37. — Los menores adultos podrán estar 
• en juicio de acuerdo a lo prescrito en los a r ­

tículos 281 y 283. del Código Civil, y podrán 
otorgar mandato en la forma establecida en el 
artículo anterior previa autorización del M i ­
nisterio Público del Trabajo . 

A r t . 38. — Toda persona que actúe en la j u ­
risdicción del trabajo deberá, en su primera 
presentación, constituir domicilio legal dentro 
del límite de la Capital Federal, en el que se 
practicarán todas las diligencias que se orde­
nen. El domicilio así constituido será valido 
para todos los efectos legales mientras no sea 
substituido. 

A r t . 39. — L a s sentencias y las citaciones a 
las audiencias de conciliación y de prueba se 
notificarán por despacho telegráfico que podrá 
ser colacionado y en la notificación de la sen­
tencia se transcribirá solamente la parte dispo­
sitiva. Las demás resoluciones serán notificadas 
por nota. 

A r t . 40. — L a s providencias quedarán notifi­
cadas por nota al subsiguiente día hábil de ser 
dictadas. En el primer decreto de trámite se 
fijarán los días de notificación en el juicio res­
pectivo. 

A r t . 41. — Las partes actuarán en papel 
simple. 

Cuando el empleador sea condenado en costas 
deberá reponer todas las actuaciones. Si se d e ­
clararan las costas por su orden repondrá la de 
su parte. 

Los trabajadores y sus derechohabientes, es­
tarán exentos de reponer el sellado. 

Art . 42. — Los jueces darán audiencia pública 
diariamente durante seis horas, con excepción 
de los sábados, que lo harán durante tres horas. 

Art . 43. — Las actuaciones judiciales deberán 
practicarse en días y horas hábiles, siendo f a ­
cultad del juez habilitar a ese efecto días y 
horas cuando lo considere necesario. -

Art . 44. — Las audiencias comenzarán a la 
hora designada, no teniendo los citados obliga­
ción de esperar sino media hora. 

Art . 45. — En caso de muerte, incapacidad, 
quiebra o concurso del demandado, las accio­
nes que sean de competencia de la jurisdic­
ción del trabajo se iniciarán o continuarán en 
esta jurisdicción, a cuyo efecto deberá citarse 
o notificarse a los respectivos representantes 
legales. 

C A P Í T U L O I I I 

Procedimiento ante la Comisión ae 
Conciliación 

Art . 46. — Toda divergencia que diera ori­
gen a la jurisdicción de los tribunales del tra­
bajo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
3 o de la presente ley, deberá ser sometida p r e ­
viamente a la Comisión de Conciliación. 

Art . 47. — Planteada una cuestión por parte 
interesada, se labrará un acta, en la que se 
consignará: 

a) Nombre, apellido y domicilio del actor 
y del demandado; 

b ) Los hechos y el derecho en que se 
funda; 

c) E l objeto de la demanda. 

. Ar t . 48. — Las ípartes serán citadas para .con­
currir a una audiencia que se celebrará den­
tro de los cinco días, en la cual se expondrán 
las pretensiones de aquéllas y se recibirán los 
elementos de juicio que hagan a la demostra­
ción del derecho de las mismas. 

Art . 49. — L a Comisión de Conciliación ilus­
trará a las partes sobre el alcance del proce­
dimiento conciliatorio y propondrá una fórmu­
la de solución. 

Art . 50. — Cuando el derecho del trabaja­
dor surja de hechos reconocidos por el patrono, 
no podrá proponerse a las partes soluciones 
transaccionales. 

A r t . 51. — Oídas las partes, el conciliador 
en el mismo acto dictará la resolución admi­
nistrativa que corresponda, de la cual se ex ­
pedirá copia a las partes, si así lo solicitaren. 

A r t . 52. — Los acuerdos conciliatorios o trans­
accionales celebrados por las partes ante la C o ­
misión de Conciliación pasarán en autoridad de 
cosa juzgada y, en caso de incumplimiento, 
se seguirá el procedimiento señalado para la 
ejecución de sentencia. 
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Procedimiento arbitral 

Ar,t. 55. — Si las partes, en los casos pre­
vistos por el artículo 89, optasen por el pro­
cedimiento arbitral, lo manifestarán en la au­
diencia de conciliación, subscribiendo en el mis­
mo acto el respectivo compromiso de arbitraje 
en el que se establecerán la cuestión o cues­
tiones que se someten, señalándose la audiencia 
de prueba que deberá celebrarse dentro, de los 
diez días. 

Art . 54. — Serán condiciones esenciales del 
compromiso a las que deberán someterse las 
partes: 

a) Que el trabajador deba continuar en el 
desempeño de sus tareas aceptando pro­
visionalmente las condiciones impuestas; 

b) Que si la modificación se declarare ar ­
bitraria o la rebaja injustificada, el em­
pleador deje sin efecto la modificación 
o rebaja a partir de la notificación del 
fallo, reintegrando al trabajador el im­
porte de los salarios que hubiere dejado 
de percibir como consecuencia de la mo­
dificación o rebaja; 

c) Que si la modificación o rebaja es jus­
tificada, el trabajador deberá aceptar 
las nuevas condiciones. 

Art . 55. — Dentro de los tres días de realizada 
la audiencia de conciliación se designarán los 
representantes a que se refiere el artículo 69 
mediante presentación escrita donde conste la 
conformidad de los mismos para el desempsño 
del cargo, y a quienes se tendrá por nombrados 
previo juramento y justificación de las condi­
ciones requeridas para su desempeño, de acuerdo 
a lo prescrito en el artículo 79 y concordan­
tes. Si las partes no propusieran a sus res­
pectivos representantes en el término expre­
sado, la comisión procederá a nombrarlos de 
oficio, designándolos de la nómina de expertos 
a que se refiere el artículo 27. 

Pruebas 

A r t . 56. — Las partes ofrecerán las pruebas 
de que intenten valerse dentro del mismo tér­
mino fijado en el artículo 67. 

En todos los casos la totalidad de la prueba 
deberá ser substanciada en la audiencia res­
pectiva e incumbe a las partes adoptar las me­
didas necesarias para ello. En caso contrario 
perderán el derecho de hacer uso de las mismas. 

A r t . 57. — Los miembros de la comisión nom­
brados por las partes o de oficio, podrán ser 
recusados dentro del día subsiguiente hábil al 
de su nombramiento, ante la misma comisión. 
Son casos de recusación: 

a) Tener interés directo en el asunto; 
b) Ser pariente dentro del cuarto grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad, 
con alguna de las partes; 

c) Tener enemistad manifiesta con alguna 
de las partes por hecho determinado. 

L a excusación deberá fundarse en las 
mismas causales. 

Art . 58. — L a comisión, con exclusión del 
miembro recusado, resolverá sin más trámite 
sobre la recusación interpuesta, siendo inape­
lable su resolución. 

Art . 59. — Excluido un representante por 
excusación o recusación, la parte que lo pro­
puso deberá designar reemplazante dentro de 
las veinticuatro horas en la forma establecida 
en el artículo 55. 

Art . 60. — El presidente y el secretario de 
la Comisión de Arbitraje podrán ser recusados 
por las mismas causales que los jueces de pri­
mera instancia. 

Art . 61. — L a Comisión Arbitral procederá 
sin sujetarse a las formas ordinarias del juicio, 
limitándose a recibir las pruebas que ofrezcan 
las partes, en la medida que lo estime necesario 
para la comprobación de los hechos. 

Art . 62. — La comisión se constituirá el día 
y hora designado para la audiencia de prueba 
con la totalidad de sus miembros. 

Art . 63. — Los representantes designados a 
propuesta de las partes o de oficio, que de­
jaren de concurrir sin justa causa a la consti­
tución del tribunal, se harán pasibles de una 
multa de veinte a cien pesos moneda nacional, 
que aplicará el presidente. 

Art . 64. — Producida la prueba, la comisión 
dictará resolución dentro de un plazo que no 
excederá de dos días. 

L a resolución se limitará a expresar si la 
modificación impuesta está dentro de las fa­
cultades patronales o si la rebaja de la remu­
neración es o no justificada. 

Art . 65. — Contra la resolución de la Comisión 
de Arbitraje no habrá otro recurso que el de 
nulidad, que no podrá fundarse sino en ha­
berse resuelto sobre puntos no sometidos a su 
decisión y en haberlo hecho fuera del término 
legal. 

El recurso se interpondrá dentro del tercer 
día de la notificación ante la Comisión de A r ­
bitraje, la que elevará las actuaciones a la C á ­
mara de Apelaciones, que resolverá sin más 
trámite. 

Art . 66. — El compromiso cesa en sus efectos 
por voluntad unánime de los que lo contrajeron. 

C A P Í T U L O I V 

Procedimiento judicial 

A r t . 67. — En caso de no tenerse una solución 
conciliatoria, la parte interesada podrá promover 
la acción que corresponda ante el juez del fuero 
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del trabajo, acompañando la copia a que se re­
fiere el artículo 51. La demanda deberá ser 
contestada por escrito dentro del término de 
tres días. Dentro del término de tres días de 
contestada la demanda, las partes ofrecerán la 
prueba por escrito. 

Art. 68. — Procede la acumulación objetiva 
y subjetiva de acciones activa y pasiva, siempre 
que las acciones no sean contrarias entre sí y 
que por la materia y las personas sea compe­
tente el mismo juez. 

Art. 69. — Sólo son admisibles como excep­
ciones, la incompetencia de jurisdicción, la falta 
de personería de las partes o sus representantes, 
la litispendencia en otro juzgado o tribunal com­
petente, la cosa juzgada, la transacción y la 
prescripción. 

Art. 70. — Al contestar la demanda deberán 
oponerse las excepciones. Estas deberán contes­
tarse dentro de dos días. La prueba deberá ofre­
cerse dentro del término de tres días. 

Art. 71. — El juez, antes de recibir la prueba 
que haga a lo principal, examinará la de las 
excepciones, resolviendo acto continuo sobre su 
aceptación o rechazo. La decisión será apelable 
dentro del término de dos días. 

Art. 72. — El juez fijará la audiencia o audien­
cias en las que se recibirán las pruebas, lo que 
se verificará en un plazo máximo de diez días. 

Art. 73. — Se aceptarán como medios de prue­
ba, los instrumentos, las informaciones o decla­
raciones de testigos, los dictámenes de peritos, 
la inspección ocular, la confesión y las presun­
ciones o indicios. 

Art. 74. — Si el demandado, debidamente ci­
tado, no contestare la demanda, se presumirá 
como ciertos, salvo prueba en contrario, los He­
chos alegados por el actor. 

Art. 75. — El juez estudiará la procedencia 
de 'las medidas de prueba ofrecida por las par­
tes, pudiendo denegar su producción mediante 
resolución fundada. Las pruebas rechazadas po­
drán ser nuevamente ofrecidas en segunda ins­
tancia al producir el informe a que se refiere 
el artículo 106, debiendo la Cámara estudiar en 
dicha oportunidad la procedencia de las mismas. 

Art. 76. — Cuando el juez estimare improce­
dente alguna medida de prueba ofrecida por las 
partes, podrá denegar su producción mediante 
resolución fundada, la qué será apelable jun­
tamente con la sentencia en los casos en que 
el recurso sea procedente contra ésta. 

Art. 77. — Cuando se trate de sociedades anó­
nimas podrán absolver posiciones, además de 
sus representantes legales, los directores o ge­
rentes con mandato suficiente. 

Art. 78. — En las audiencias de prueba las 
partes podrán ser asistidas por letrado. 

Art. 79. — El juez interrogará personalmente 
a las partes bajo pena de nulidad y sólo hará 

constar en el acta las declaraciones que sean 
pertinentes. 

Art. 80. — Si las partes interrogadas por el 
juez respecto de hechos que les son personales, 
adujeren ignorancia, contestaren en forma eva­
siva o se negaren a contestar, podrá estimarse 
esa actitud como una presunción a favor de los 
hechos alegados por la contra parte, en cuanto 
se relacionen con el contenido de la pregunta. 

Art. 81. — El juez, cuando lo considere nece­
sario, podrá requerir el asesoramiento de peri­
tos, pudiendo disponer su concurrencia a la au­
diencia de prueba. 

Art. 82. — Podrán ser testigos todas las per­
sonas mayores de catorce años. Su número no 
podrá exceder de cuatro por parte. 

Si la naturaleza del juicio lo justificare, podrá 
admitirse un mayor número de testigos. 

Art. 83. — Los testigos serán citados por in­
termedio de la autoridad policial haciéndoles 
conocer las penalidades de que se harán pasibles 
en el caso de no comparecer sin justa causa. 
Si no comparecieren se designará nueva audien­
cia, la que se celebrará dentro de ios tres días 
siguientes, disponiéndose su comparecencia por 
la fuerza pública. No habiendo justificado su 
inasistencia se harán pasibles de una multa que 
impondrá el juez, la que no podrá exceder de 
cien pesos en cada caso. 

Art. 84. — No podrán ser presentados como 
testigos contra una de las partes, sus consanguí­
neos o afines en línea directa, ni el cónyuge 
aunque estén separados, legalmente. 

Art. 85. — El juez examinará a los testigos 
previo juramento de decir verdad, haciéndoles 
saber las disposiciones contenidas en el Código 
Penal sobre falso testimonio. Deberán dar razón 
de sus dichos y si no lo hicieren, el juez lo 
exigirá. 

Art. 86. — El juez podrá, a petición de parte 
o de oficio, proceder al careo de los testigos. 

Art. 87. — Si la declaración del testigo ofre­
ciere indicios graves de falso testimonio o de 
soborno el juez podrá decretar de inmediato su 
detención, poniéndolo a disposición del juez del 
Crimen, con remisión de los testimonios que es­
time pertinentes. 

Art. 88. — Las partes podrán tachar a los tes­
tigos por motivo de inhabilidad o fundado en 
hechos que hicieren presumir la parcialidad de 
su declaración y el juez al dictar sentencia, 
apreciará el valor de las mismas. 

La prueba de las tachas deberá producirse 
dentro de los dos días de deducidas. 

Art. 89. — Las partes deberán agregar toda 
la prueba instrumental de que intenten valerse, 
dentro del término a que se refiere el articulo 
70; no teniéndola a su disposición la menciona­
rán con la individualidad posible dentro de ese 
término, expresando lo que de ella resulte y 
designando el lugar en que se encuentre. 
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Art. 90. — Todo aquel contra quien se pre­
sente en juicio un documento privado que se le 
atribuya, está obligado a declarar si es o no 
suya la firma. 

Negada su autenticidad, si la parte que lo ha 
presentado insiste en su validez, se procederá 
al examen pericial. 

Art. 91. — Cuando el juez lo crea necesario, 
podrá trasladarse al lugar del trabajo a fin de 
comprobar de visu, las circunstancias que-con­
sidere apreciables como elementos de juicio. 

Art. 92. — Cuando la comprobación de los 
hechos controvertidos requiera conocimientos es­
peciales en alguna ciencia, arte o industria, se 
procederá al nombramiento de peritos. 

Art. 93. — Los peritos serán nombrados por 
acuerdo de partes, o de oficio y por sorteo en 
caso de que ello no ocurra, pudiendo su número 
variar de uno a tres, a juicio del magistrado y 
de acuerdo a la índole o monto del asunto objeto 
de la pericia. 

Art. 94. — Los peritos podrán ser recusados 
hasta dos días después de su nombramiento por 
las causas establecidas para los jueces. 

Art. 95. — El juez podrá disponer, cuando lo 
considere necesario, que las pericias se practi­
quen por profesionales o técnicos dependientes 
de la administración nacional. 

Art. 96. — Vencido el término a que se re­
fiere el artículo 72, se certificará por el secre­
tario, pudiendo las partes dentro de los tres 
días presentar un alegato sobre el mérito de la 
prueba. Acto continuo, queda el juez habili­
tado para dictar sentencia, debiendo hacerlo 
dentro del término de cinco días. 

Art. 97. — La sentencia deberá declarar el 
derecho de los litigantes condenando o absol­
viendo en todo o en parte, debiendo fundarse 
en el texto de la ley y a falta de ésta en los 
principios de leyes análogas, y en defecto de 
éstos en los principios generales del derecho. 
Supliendo la omisión del demandante, el juez 
estará facultado para sentenciar ultra petita. 

Art. 98. — La sentencia condenatoria deter­
minará el plazo dentro del cual deberá proce-
derse a su cumplimiento. 

Art. 99. — La.sentencia condenatoria traerá 
aparejada, aunque no se solicitare, la imposi­
ción de costas a la parte vencida. 

El juez podrá eximir, en el todo o en parte, 
de esa responsabilidad al litigante vencido, siem­
pre que encontrare mérito para ello. 

Art. 100. — En los casos en que la iniciación 
y prosecución del juicio se haya debido a la 
negativa injustificada del deudor en el cum­
plimiento de sus obligaciones, el juez podrá fi­
jar una indemnización compensatoria de los 
perjuicios ocasionados al acreedor por la de­
mora en la percepción de sus haberes o en el 
goce de sus beneficios. 
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En ningún caso esa indemnización podrá sei 
superior a un veinte por ciento del monto de 
la condena. 

Art. 101. — Los honorarios pertenecen a los 
profesionales a favor de quienes han sido re­
gulados, quienes podrán ejecutarlos directamen­
te de la parte vencida. 

Art. 102. El juez, de oficio o si lo pidiere 
alguna de las partes, dentro del siguiente día 
hábil al de la notificación de la sentencia po­
drá corregir cualquier error material, aclarar 
algún concepto obscuro sin alterar lo substan­
cial de la decisión y suplir cualquier omisión en 
que hubiese incurrido sobre alguna de las pre­
tensiones deducidas y discutidas en el litigio. 

Art. 103. — La sentencia y toda otra reso­
lución que recaiga en asuntos en que el monto 
cuestionado no sea superior a ochocientos pesos, 
serán inapelables. Cuando el monto sea supe­
rior a esa suma podrá apelarse de la sentencia 
definitiva y de las resoluciones por las que se 
decida la procedencia o improcedencia de las 
excepciones. 

El Ministerio Público del Trabajo, cualquie­
ra sea el monto del juicio y en atención a la 
importancia de la cuestión de derecho debatida, 
podrá interponer recurso de apelación contra 
la sentencia y las resoluciones que decidan ex­
cepciones. 

Art. 104. — El recurso de apelación deberá 
interponerse dentro de los dos días de notifi­
cada la sentencia o producida la aclaración. 

Art. 105. — Entablado el recurso de apela­
ción, el juez elevará los autos al superior en 
el plazo de veinticuatro horas. 

Art. 106. — Recibido el expediente, el pre­
sidente de sala, dictará la providencia de autos 
y las partes, en el término de tres días, podrán 
informar sobre el recurso en relación. 

Art. 107. — La Cámara podrá decretar de 
oficio medidas para mejor proveer y dictará 
sentencia en el plazo no mayor de diez días des­
pués de producidos los informes a que se re­
fiere el artículo anterior. 

Art. 108. — La sentencia será extendida en 
•las actuaciones, dejándose copia en el libro des­
tinado al efecto. 

Art. 109. — Las resoluciones de la Cámata 
serán pronunciadas a mayoría absoluta de ve­
tos de los miembros de las salas que deban en­
tender. 

Art. 110. — Las sentencias serán notificadas 
a las partes en la forma prescrita por el ar­
tículo 39. 

Art. 111, — Consentida o ejecutoriada la re­
solución de la cámara, se devolverán sin más 
trámite las actuaciones al juzgado de origen. 

Art. 112. — Recibidos los autos en el juzga­
do de origen, el secretario practicará la liqui­
dación correspondiente y se intimará el pago 
al deudor mediante despacho telegráfico. 
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N o efectuado el pago dentro de los dos días, 
se trabará embargo en bienes del deudor, de­
cretándose la venta de los mismos por el mar ­
tiliero que el juez designe, tomándolo de la lista 
y por sorteo, procediéndose en lo sucesivo de 
acuerdo a lo que establecen los artículos 509 y 
siguientes del Código de Procedimientos en lo 
Civil y Comercial de la Capital Federal. 

Recurso de hecho 

A r t . 113. — El recurso de hecho deberá dedu­
cirse por escrito ante la Cámara de Apelaciones 
y su interposición no suspenderá la tramitación 
del juicio mientras el expediente no se eleve al 
superior, quien podrá retenerlo sólo durante 
cuarenta y ocho horas. Podrá fundarse en retar­
do de justicia o en el rechazo del recurso de 
apelación. 

A r t . 114. — Cualquiera de las partes podrá 
solicitar por escrito que el juez dicte sentencia 
cuando hubiere transcurrido el término a que 
se refiere el artículo 96. Si vencido el término 
de dos días de su presentación no se hubiere 
dictado sentencia, se podrá presentar en queja 
ante la Cámara de Apelaciones acompañando 
copia simple del expresado escrito. Si la C á ­
mara lo considera procedente, dispondrá que el 
juez administre justicia dentro del término de 
dos días. Si el magistrado desobedeciere la o r ­
den incurrirá en una multa de cien pesos, que j 
impondrá la cámara a favor del Consejo N a ­
cional de Educación, pasándose los autos al juez 
que le sigue en orden de turno. 

A r t . 115. — Cuandu el recurso se deduzca por 
apelación denegada, deberá interponerse dentro 
de dos días y acompañarse copia simple de la 
providencia recurrida. L a Cámara dispondrá la 
elevación de los autos y declarará bien o mal 
denegado el recurso. 

Medidas precautorias 

A r t . 116. — Podrá decretarse, a petición de 
parte, embargo preventivo sobre los bienes del 
deudor: 

a) Cuando se justifique sumariamente que 
el deudor trata de enajenar, ocultar o 
transportar bienes o que, por cualquier 
causa se hubiere disminuido notable­
mente su responsabilidad, en forma que 
perjudique los intereses del acreedor y 
siempre que el derecho del peticionan­
te surja verosímilmente de los extremos 
probados; 

b ) Cuando exista sentencia favorable o con­
fesión expresa o ficta de hechos que 
hagan presumir el derecho alegado; 

c) Q u e la existencia del crédito esté j u s ­
tificada con instrumento público o p r i ­
vado atribuido al deudor, reconocida la 
f irma por dos testigos. 

Art . 117. — En todos los casos en que, ha­
biendo lugar a embargo preventivo o definitivo, 
éste no pudiera hacerse efectivo por no cono­
cerse bienes del deudor, podrá solicitarse contra 
él inhibición, general para vender o gravar sus 
bienes. 

Art . .118. — Cuando cualquier acto de dispo­
sición u ocultamiento de bienes, por parte del 
empleador, pudiera comprometer la efectividad 
de los derechos concedidos por las leyes del tra­
bajo, el ministerio público, si lo estimare con­
veniente, podrá solicitar las medidas precauto­
rias a que se refieren los artículos 116 y 117. 

CAPÍTULO V 

Disposiciones generales 

Art . 119. — En cualquier estado del proce­
dimiento se intentará avenir a las partes, me­
diante soluciones conciliatorias. 

Art . 120. — Las autoridades judiciales y ad­
ministrativas que integren el fuero del trabajo 
en el ejercicio de sus funciones, podrán imponer 
apercibimientos y multas hasta cincuenta pesos 
moneda nacional y arrestos de veinticuatro ho­
ras, que podrán aumentarse hasta cuarenta y 
ocho horas en el caso de reincidencia, por las 
faltas que se cometieren en las audiencias y de­
más procedimientos, al respeto y consideración 
que les son debidos. Las medidas disciplinarias 
aplicadas por las comisiones de conciliación y 
arbitraje serán apelables ante el juez de pr i ­
mera instancia, y las dispuestas por éste, ante 
la Cámara. 

El recurso de apelación deberá ser interpuesto 
dentro de las veinticuatro horas. 

Art . 121. — Sin perjuicio de las penalidades 
establecidas en la presente ley, la Cámara de 
Apelaciones, los jueces, la Comisión de Conci­
liación y las de arbitraje, podrán imponer mul ­
tas de diez a cien pesos a toda persona que, 
debidamente citada, no compareciera sin causa 
justificada. 

Art . 122. — Las multas que se impongan en 
virtud de lo dispuesto en la presente ley, debe­
rán ser satisfechas dentro de las cuarenta y ocho 
horas de su notificación y en caso de no hacerse 
efectivas se procederá de conformidad con lo 
que establece el artículo 10 de la ley 11.570. 

Las multas que se impongan por aplicación de 
la presente ley y que no tengan un destino de­
terminado por leyes especiales, serán a favor 
del Consejo Nacional de Educación. 

A r t . 123. — L a Comisión de Conciliación de­
penderá de la Secretaría de Trabajo y Previsión 
y sus miembros serán nombrados por el Poder 
Ejecutivo a propuesta de la misma. El Ministerio 
Público del Trabajo dependerá del Ministerio 
de Justicia e Instrucción Pública, y sus miem­
bros serán designados por el Poder Ejecutivo. 

A r t . 124.— L a superintendencia a que se re­
fiere el artículo 32 será ejercida por la Cámara 
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de Apelaciones de acuerdo con lo que dispone el 
articulo 103 de la ley de organización de los 
tribunales de la Capital Federal. 

Art . 125. — El procedimiento conciliatorio y 
arbitral se actuará en papel simple. 

En el procedimiento judicial la reposición de­
berá hacerse de acuerdo a lo que al respecto 
establezca la ley de sellos. 

Los compromisos arbitrales, así como los con­
venios resultantes de las soluciones conciliato­
rias, no estarán sujetos a gravamen fiscal. 

Art . 126. — Los apoderados y letrados de la 
Secretaría de Trabajo y Previsión, cuando ejer­
zan la representación y patrocinio de empleados 
y obreros, podrán firmar sin estampilla fiscal, 
con cargo de reposición, en el supuesto de per­
cibir honorarios de los patronos demandados en 
virtud de condenación con costas. 

Art . 127. — Los empleadores no podrán de­
ducir suma alguna de los sueldos o salarios de 
sus empleados u obreros cuando éstos se vean 
obligados a faltar o interrumpir sus tareas por 
citaciones de las autoridades del fuero especial 
del trabajo; en caso contrario, se harán pasibles 
de las sanciones previstas en el artículo 99 de 
la ley 11.278. 

Art . 128. — En las cuestiones de competencia 
que se susciten se procederá en la forma pres­
crita en el título X del Código de Procedimien­
tos en lo Civil y Comercial de la Capital F e ­
deral. 

Art. 129. — Los hechos en que se fundamen­
ten las demandas que se deduzcan ante la j u ­
risdicción del trabajo, y que hayan dado lugar 
a resoluciones administrativas condenatorias de 
la Secretaría de Trabajo y Previsión en uso de 
sus facultades, tendrán presunción de ser cier­
tos, salvo prueba en contrario. 

Art . 130. — Las acciones derivadas de la ley 
9.688 se tramitarán de acuerdo al procedimiento 
que establece el decreto 21.425, actuando. como 
tribunal de apelación, en la Capital Federal, la 
Cámara de Apelaciones de la jurisdicción del 
trabajo. 

Art . 131. — Quedan derogadas las disposi­
ciones de la ley 12.713 en cuanto encomiendan 
a las comisiones de conciliación y arbitraje de 
la Capital Federal la substanciación y resolución 
de las cuestiones comprendidas en el artículo 32 
de la misma. 

Art . 132. — Las cámaras de apelaciones ten­
drá un oficial mayor, cinco oficiales primeros, 
un habilitado, cinco auxiliares, diez escribien­
tes, un mayordomo y cinco ordenanzas. 

Cada juzgado tendrá un oficial primero, un 
auxiliar principal, un auxiliar, dos escribientes 
y un ordenanza. 

H a b r á cinco oficiales de justicia, que depen­
derán de la cámara. 

Art . 133. — Hasta tanto se fijen en la ley ge­
neral de presupuesto los sueldos del personal 

en el fuero del trabajo, éstos serán los siguien­
tes y se pagarán de rentas generales con im­
putación a la presente ley: 

Cámara de Apelaciones 

$ m/n. 
al mes 

Vocal S 1.800 
Secretario 1.000 
Procurador general . . . . 1.600 

Juzgados de primera 
instancia 

Juez . 1.500 
Secretario . . . . . . . 900 
Representante del ministerio 

público W 1.000 

Personal administrativo y técnico 
profesional 

Cámara de'Apelaciones 

Oficial Mayor 700 
Habilitado 700 
Oficial 19 600 
Oficial de justicia . . . . 500 
Auxil iar 450 
Escribiente 300 

Maestranza 

Mayordomo 275 
Ordenanza 200 

Juzgados 

Oficial 19 600 
Auxil iar principal 450 

Auxil iar . 350 
Escribiente 300 
Ordenanza 200 

Comisión de Conciliación 

Presidente 1.100 
Vicepresidente 1.000 
Vocal 700 

' Secretario 700 

Personal administrativo 
y técnico profesional 

Oficial 19 600 
Auxi l iar principal 450 
Auxi l iar 350 
Escribiente 300 
Ordenanza 200 

• CAPÍTULO VI 

Disposiciones transitorias 

Art . 134. — Los juicios actualmente en trá 
mite en otras jurisdicciones que sean de com 
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petencia de la que se crea por la presente ley, 
quedarán radicados en los tribunales de origen 
hasta su terminación. 

Art . 135. — Los funcionarios actualmente en 
ejercicio que no tuvieran el título requerido 
por esta ley para el desempeño de su cargo, 
continuarán en el mismo. Los que teniendo tí­
tulo requerjdo, pero necesiten acuerdo del Se­
nado, serán confirmados una vez llenado este 
requisito. 

A r t . 136. — Quedan derogadas todas las dis­
posiciones que se opongan a la presente ley. 

Art . 137. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones del Senado Argentino 
en Buenos Aires, a 28 de septiembre de 1946. 

J. HOHTENSIO Q U I J A N O . 

Santiago A. Job. 

Sanción de la Honorable Cámara de Diputados 

Buenos Aires, 22 de enero de 1947. 

Al señor presidente del Honorable Senado. 

Tengo el honor de dirigirme al señor presi­
dente comunicándole que la Honorable Cámara 
que presido ha tomado en consideración, en se­
sión de la fecha, el proyecto de ley en revisión 
sobre ratificación de decretos leyes —en la parte 
relativa a la creación de los Tribunales del T r a ­
b a j o — , y ha tenido a bien aprobarlos en la si­
guiente forma: 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo I o — Continuará en vigor con fuer­
za de ley, a partir de la fecha de su publicación, 
el decreto ley 32.347/44, que se transcribe a 
continuación, dictado el 30 de noviembre de 
1944, relativo a la creación de los Tribunales del 
Trabajo : 

DECRETO 32.347/44 

Creación de los tribunales del trabajo 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1944. 

El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo 
general de ministros, 

DECRETA: 

CAPÍTULO I 

Organización y competencia 

Artículo 19 — En la capital de la República, Ja 
justicia del trabajo se ejercerá por la Comisión de 
Conciliación, las de arbitraje, los jueces de primera 

instancia y la Cámara de Apelaciones. Su organiza­
ción, competencia y procedimiento se regirán por las 
normas que el presente decreto establece. 

Art. 29 — La jurisdicción del trabajo no podrá ser 
delegada, y su competencia es improrrogable. 

Art . 3? — Serán de competencia de la jurisdicción 
del trabajo las causas que se susciten entre emplea­
dores y trabajadores por conflictos de derecho, fun­
dadas en disposiciones de los contratos de trabajo, 
de empleo, de aprendizaje o de ajuste de servicios, 
y todas aqueUas otras, contenciosas, en que se ejer­
citen acciones derivadas de disposiciones legales o 
reglamentarias del derecho del trabajo. 

Art. 4? — Será competente para conocer en la cau­
sa, el juez del lugar del trabajo, el del domicilio 
del demandado o el del lugar donde se hubiera cele­
brado el contrato, a elección del demandante. 

Art. 59 — La Comisión de Conciliación estará com­
puesta de un presidente, un vicepresidente y el nú­
mero de vocales que determine la Secretaría de Tra­
bajo y Previsión. 

Deberán reunir las siguientes condiciones: ser ar­
gentinos nativos, mayores de 25 años, con título de 
abogado, escribano o * procurador, y tener especial 
versación en derecho del trabajo. El presidente y 
vicepresidente de la comisión deberán tener título 
de abogado. 

Art. 6 9 — Las comisiones de arbitraje se constitui­
rán, en cada caso, con el presidente o vicepresidente 
de la Comisión de Conciliación, y con un represen­
tante patronal y otro obrero, elegidos por las partes. 
Actuará como secretario el vocal de la Comisión de 
Conciliación que el presidente designe. 

Art. 79 — Los representantes patronales y obreros 
deberán reunir las siguientes condiciones: ser argen­
tinos, mayores de 25 años, de notoria buena conduc­
ta, saber leer y escribir, ejercer actividad de la mis­
ma especialidad que la cíe las partes y estar en el 
pleno ejercicio de sus derechos civiles. 

Art. 89 — Las comisiones de arbitraje entenderán 
en los casos en que las partes, de común acuerdo, 
decidieran someter a su resolución los conflictos de 
derecho motivados por rebaja de la remuneración 
o modificación de las condiciones de trabajo. 

Art. 99 — La Secretaría de Trabajo y Previsión, or­
ganizará el funcionamiento de la Comisión de Con­
ciliación y las de arbitraje, de acuerdo a las pres­
cripciones del presente decreto. 

Art . 10. — Los jueces de primera instancia y los 
miembros de la Cámara de Apelaciones serán nom­
brados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Se­
nado, a propuesta, en terna, de la Secretaría de Tra­
bajo y Previsión. 

Deberán reunir las siguientes condiciones: ser ar­
gentinos nativos, abogados, mayores de treinta años. . 
haber ejercido en el país durante cuatro años su 
profesión o desempeñado por igual término empleo 
judicial y tener especial versación en derecho del 
trabajo. 

Art . 11. — Los jueces de primera instancia presta­
rán juramento ante la Cámara de Apelaciones, y los 
miembros de ésta, ante su propio seno. 

Art. 12. — Los jueces de primera instancia y los 
miembros de la Cámara de Apelaciones durarán en 
sus funciones mientras observen buena conducta, y 
sólo podrán ser removidos por las mismas causales 
establecidas para los demás magistrados judiciales de 
La Nación, sobre denuncia formal y escrita de cual-
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quier interesado, y en virtud de sentencia fundada 
de un tribunal compuesto por dos vocales de las 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y un vocal de 
la Cámara de Apelaciones en lo Comercial, designa­
dos por sorteo. 

La denuncia deberá ser deducida ante la Cámara 
de Apelaciones en lo Civil en turno, la que, si la es­
tima revestida de seriedad, la someterá al juicio del 
expresado tribunal. 

Art. 13. —' De la denuncia se dará vista al acusado 
por seis dias, y vencido el término hubiere o no 
contestación, se convocará a las partes a una audien­
cia con intervalo de diez días. 

Las partes podrán ofrecer pruebas y pedir las me­
didas necesarias para producir las mismas en la 
audiencia expresada. 

El juez acusado podrá ser suspendido desde la pre­
sentación de la denuncia. 

La" sentencia se dictará dentro de los diez dias de 
recibidas las pruebas y, si fuese condenatoria, sólo 
tendrá por efecto dejar cesante al juez. 

Art. 14. — En la Capital de la República habrá 
veinte jueces de primera instancia. Cada juzgado 
tendrá un secretario, que deberá reunir las siguientes 
condiciones: ser argentino nativo, abogado, escribano 
o procurador, mayor de 25 años y tener especial 
versación en derecho del trabajo. 

Art. 15. — La Cámara de Apelaciones estará coro-
puesta de un presidente, un vicepresidente y cinco 
vocales. El presidente y vicepresidente serán elegi­
dos anualmente por mayoría de votos, no pudiendo 
ser reelectos sino con intervalo de un período. 

Art. 16. — La cámara funcionará dividida en tres 
salas. Cada sala estará compuesta por el presidente 
de la cámara y dos vocales, y hará tribunal con el 
total de sus miembros, pudiendo actuar con dos, en 
el caso de que no hubiere discrepancia. 

Art. 17. — La cámara se reunirá en pleno para 
unificar la jurisprudencia cuando cualquiera de las 
salas entendiera que es conveniente fijar la inter­
pretación de la ley o de la doctrina aplicable. 

Art. 18. — La cámara tendrá tres secretarios, que 
deberán reunir las siguientes condiciones: ser argen­
tinos, mayores de 25 años, abogados y tener especial 
versación en derecho del trabajo. 

Art. 19. — La Cámara de Apelaciones conocerá: 

a) De los recursos de apelación que se inter­
pongan contra las sentencias de los jueces de 
primera instancia; 

b) De los recursos de apelación que se inter­
pongan en los casos autorizados por las leyes 
de previsión social; 

c) De los recursos que autoriza el articulo 69 de 
la ley 11.570; 

d) De los recursos de queja y retardo de jus­
ticia; 

e) De las recusaciones de sus propios miembros 
y de los jueces de primera instancia; 

1) De los recursos de nulidad interpuestos con­
tra las resoluciones de las comisiones de ar­
bitraje. 

Art. 20. — El Ministerio Púbüco del Trabajo será 
desempeñado por un procurador general del trabajo 
y el número de representantes que determine la re­
glamentación respectiva. 

El procurador general del trabajo y los represen­
tantes del ministerio público deberán reunir las mis­

mas condiciones exigidas para los jueces y secreta­
rios de primera instancia, respectivamente. 

Art . 21. — Corresponde al ministerio público en 
esta jurisdicción: 

a) Representar y defender los intereses fiscales; 
b) Intervenir en todo asunto judicial que inte­

rese a la persona o bienes de los menores de 
edad, dementes y demás incapaces, y entablar 
en su defensa las acciones o recursos necesa­
rios, sea directa o juntamente con los repre­
sentantes de aquéllos; 

c) Velar por el cumplimiento de las leyes, de­
cretos, reglamentos y demás disposiciones que 
deban aplicar los tribunales del trabajo, pi­
diendo el remedio de los abusos que notare; 

d) Ser parte necesaria en todas las causas del 
trabajo y en las contiendas de jurisdicción y 
competencia; 

e) Representar a la caja de garantía creada por 
la ley 9.688, en todas las jurisdicciones. 

Art. 22. — La Secretaría de Trabajo y Previsión 
organizará el Ministerio Público del Trabajo y dic­
tará las normas reglamentarias con sujeción a Las 
cuales deberá ejercer sus funciones. 

Art. 23. — Los miembros de la Cámara de Apela­
ciones y los jueces de primera instancia no podrán 
ser recusados sin causa, y regirán para los mismos 
las causales de incompatibilidad, excusación y re­
cusación establecidas para los magistrados del fuero 
ordinario de la Capital Federal. 

Art. 24. — En los casos de recusación, licencia u 
otro impedimento, los jueces se reemplazarán reci­
procamente en la forma que establezca la Cámara 
de Apelaciones. 

Art. 25. — En caso de licencia u otro impedimento, 
los secretarios serán reemplazados por otro empleado 
del tribunal del trabajo, que deberá reunir las condi­
ciones exigidas para el titular. 

Art. 26. — La Cámara de Apelaciones llevará un 
registro de peritos y establecerá las condiciones y 
requisitos que deberán reunir a los efectos de su ins­
cripción. Los nombramientos de oficio deberán re­
caer en los peritos inscritos, quienes no podrán, sin 
justa causa, dejar de aceptar el cargo, bajo pena de 
exclusión del registro. 

Art. 27. — La Secretaría de Trabajo y Previsión 
formará una lista de expertos, patronales y obreros, 
de cada una de las actividades a que se refiere el 
decreto del Poder Ejecutivo 16.116, de fecha 16 de 
enero de 1933. 

Art . 28. — Los expertos que se designen deberán 
aceptar el cargo, haciéndose pasibles, en caso de ne­
gativa infundada, de una multa de veinte a cien pe­
sos, que impondrá el juez. No percibirán honorarios 
por su actuación, pudiendo el juez determinar, según 
los casos, una suma compensatoria de los salarios de­
jados de percibir como consecuencia de su desem­
peño. 

Art. 29. — Los miembros de la Cámara de Apela­
ciones, jueces de primera instancia, vocales de la 
Comisión de Conciliación y secretarios, no podrán 
desempeñar ningún otro empleo público o privado, 
ni ejercer su profesión. . 

A r t 30. — Las prohibiciones consignadas en el ar­
ticulo anterior regirán para los empleados de la Cá­
mara de Apelaciones y juzgados de primera ins­
tancia. 
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Art. 31. H La Cámara de Apelaciones nombrará 
a sus secretarios y demás personal. 

Los secretarios y empleados de los juzgados de 
primera instancia serán nombrados por la cámara, a 
propuesta de los jueces respectivos. 

Art . 32. — La Cámara de Apelaciones ejercerá su­
perintendencia sobre los jueces dé primera instancia 
y Comisión de Conciliación. 

CAPÍTULO I I 

Procedimiento 

' Art. 33. - E 1 procedimiento será verbal y actuado 
e impulsado de oficio por los jueces. 

Art . 34. — Todos los términos serán improrroga­
bles y perentorios; correrán desde el día siguiente 
al del emplazamiento, citación o notificación. No se 
contarán los días inhábiles. 

Art . 35. — Ante los jueces y Cámara de Apelacio­
nes, . las pp**tes podrán ser representadas de acuerdo 
con las disposiciones establecidas en la ley 10.996. 

Exista o no representación, la asistencia ietrada 
será obligatoria ante la Cámara de Apelaciones. 

Ante la Comisión de Conciliación y las de arbitra­
je, las partes deberán comparecer personalmente, pu-
diendo, en caso de impedimento, ser representadas: 

a) Por parientes dentro del tercer grado de con­
sanguinidad o segundo de afinidad; 

b) Tratándose de empleados u obreros, por com­
pañeros de trabajo; 

c) Tratándose de asociaciones, sociedades o em­
presas, la representación podrá ser ejercida 
por sus directores, asociados, gerentes o em­
pleados superiores con poder suficiente. 

Ar t . 36. — La representación en juicio podrá ejer­
cerse por carta poder, que se otorgará ante el presi­
dente de la Comisión de Conciliación o secretario 
de juzgado de primera instancia, previa justificación 
de la identidad del interesado, y deberá ser firmada 
por el funcionario y el otorgante. En caso de impe­
dimento, podrá firmar cualquier persona nábil a rue­
go del otorgante. 

Ar t . 37. — Los menores adultos tendrán la misma 
capacidad de los mayores de edad para estar en jui­
cio y podrán otorgar mandato en la forma prescrita 
en el artículo anterior, previa autorización del M i ­
nisterio Público del Trabajo. 

Art . 38. — Toda persona que actúe en la jurisdic­
ción del trabajo deberá en su primera presentación, 
constituir domicilio legal dentro del limite de la 
Capital Federal, en el que se practicarán todas las 
diligencias que se ordenen. El domicilio así consti­
tuido será válido para todos los efectos legales mien­
tras no sea substituido. 

Art . 39. — Todas las resoluciones serán notificadas 
por nota, uas sentencias y las citaciones a las audien­
cias de conciliación y de prueba se notificarán por 
despacho telegráfico, que podrá ser colacionado. En 
la notificación de la sentencia se transcribirá sola­
mente la parte dispositiva. 

Art . 40. — Las providencias quedarán notificadas 
por nota al siguiente día hábil de ser dictadas. 

Art . 41. — Las partes actuarán en papel simple. 

Cuando el empleador sea condenado en costas, de­
berá reponer todas las actuaciones. Si se declararan 
las costas por su orden, repondrá las de su parte. 

Los trabajadores y sus derechohabientes estarán 
exentos de reponer el sellado. 

Art. 42. — Los jueces darán audiencia pública dia­
riamente durante seis horas, con excepción de ios 
sábados, que lo harán durante tres horas. 

Art. 43. —- Las actuaciones judiciales deberán prac­
ticarse en días y horas hábiles, siendo facultad del 
juez habilitar a ese efecto días y horas cuando lo 
considere necesario. 

Art. 44. — Las audiencias comenzarán a la hora 
designada, no teniendo los citados obligación de es­
perar sino media hora. y^ií? 

Art . 45. — En caso de muerte, incapacidad, quiebra 
o concurso del demandado, las acciones que sean de 
competencia de la jurisdicción del trabajo se inicia­
rán o continuarán en esa jurisdicción a cuyo efecto 
deberá notificarse a los respectivos representantes 
legales. 

1. — Procedimiento ante la Comisión de Conciliación 

Art. 46. — La demanda deberá interponerse ante 
la Comisión de Conciliación, la que, con las man'-
testaciones del compareciente, labrará acta, en la que 
se consignará: 

a) El nombre, apellido y domicilio del actor y 
del demandado; 

b) Los hechos y el derecho en que se funda; 
c) La cosa demandada. 

Art. 47. — A fin de que el demandado conteste la 
demanda, oponga excepciones si las tuviere, y las 
partes ofrezcan sus pruebas, la Comisión de Conci­
liación fijará audiencia» la que deberá celebrarse den­
tro de los .cinco días. 

Art. 48. — Las partes serán citadas para concurrir 
personalmente a la audiencia a que se refiere el ar­
tículo anterior.. 

La demandada será notificada de su obligación de 
contestar la demanda y ofrecer pruebas, bajo aper­
cibimiento de lo dispuesto- en los artículos 62 y 130. 

Art. 49. — La notificación se practicará en el do­
micilio asignado al demandado por el actor. Si fuere 
falso, probado el hecho, se anulará todo lo actuado, 
a costa del demandante. 

Art. 50. — La notificación de la audiencia a que se 
refiere el articulo 47, deberá ser practicada con una 
anticipación no menor de dos días. 

Art. 51. — Si el demandado se domiciliase fuera de 
la jurisdicción de la Capital Federal, la notificación 
se efectuará en la forma establecida en el articulo 39. 

Si no concurriese, se practicará la notificación por 
la autoridad judicial que corresponda a su domicilio, 
mediante carta rogatoria, cuyo libramiento se soli­
citará del juez en turno. 

Art. 52. — En el caso previsto en el articulo ante­
rior, la audiencia se fijará con la anticipación nece­
saria, y el demandado podrá comparecer personal­
mente o por medio de apoderado. 

Art . 53. —Acreditada fehacientemente la ignoran­
cia del domicilio del demandado, se le citará por edic­
tos, que se publicarán, por tres días consecutivos, en 
el Boletín Judicial, sin cargo para el trabajador. 

Si, vencido el término de la citación, el empleado 
no compareciese, el juez en turno le designará de­
fensor ad hoc. 
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Art. 54. — Las audiencias^ se celebrarán ante la 
Comisión de Conciliación, la que, abierta el acta, 
ilustrará a las partes sobre el alcance del procedi­
miento conciliatorio y propondrá una fórmula de so­
lución. 

Art. 55. — Cuando el derecho del. trabajador surja 
de hechos reconocidos por el patrono, no podrá pro­
ponerse a las partes soluciones transaccionales. 

Art. 56. — La Comisión de Conciliación, a pedido 
de ambas partes, prorrogará la audiencia para nueva 
fecha, que designará al efecto. 

Art. 57. — Los acuerdos conciliatorios o transac­
cionales celebrados por las partes ante la Comisión 
de Conciliación, pasarán en autoridad de cosa juz­
gada y, en caso de.incumplimiento, se seguirá el pro­
cedimiento señalado para la ejecución de sentencia. 

Art. 58. — En caso de no obtenerse una solución: 
conciliatoria, el demandado deberá, en la mism? 
audiencia, contestar la demanda y oponer excepcio­
nes, si tes tuviere. 

Art. 59. — Si el actor modificare los términos de la 
demanda, en cuanto a los hechos en que se funda­
menta, a solicitud del demandado, se señalará nueva 
audiencia en el mismo acto, quedando las partes no­
tificadas. 

Art. 60. — Las partes ofrecerán sus pruebas en el 
acto de la audiencia a que se refiere el artículo 47, 
por escrito, dentro del término perentorio de tres días 
de esa audiencia, no pudiendo hacerlo en lo sucesivo. 
Vencido dicho término, se elevarán las actuaciones 
al juez en turno. 

Art, 61. — Se aceptarán como medios de prueba los 
instrumentos, las informaciones o declaraciones de 
testigos, los dictámenes de peritos, la inspección 
ocular, la confesión y las presunciones e indicios. 

Art. 62. — Si el demandado, debidamente citado, 
no concurre a la audiencia sin justa causa, o se ne­
gare a contestar la demanda, se presumirán como 
ciertos, salvo prueba en contrario, los hechos alega* 
dos por el actor. 

Art. 63. — Sólo son admisibles como excepciones, 
la incompetencia de jurisdicción, la falta de perso­
nería de las partes o sus representantes, la litispen-
dencia en otro juzgado o tribunal competente, la cosa 
juzgada, la transacción y la prescripción. 

Art. 64. —En la audiencia a que se refiere el ar­
ticulo 47, al contestar la demanda, deberán oponerse 
las excepciones; éstas deberán contestarse en el mis­
mo acto o dentro de dos días. La prueba deberá 
ofrecerse dentro del término a que se refiere el ar­
tículo 60. 

II . — Procedimiento judicial 

Art. 65. — Recibidas las actuaciones, el juez desig­
nará una audiencia pública, que deberá celebrarse 
dentro de los diez días. 

La citación será practicada con una anticipación 
no menor de dos días, debiendo las partes concurrir 
personalmente con la prueba ofrecida. 

Art. 66. — En la audiencia a que se refiere el ar­
tículo precedente el juez, antes de recibir la prueba 
que haga a lo principal, examinará la de las excep­
ciones, resolviendo acto continuo sobre su aceptación 
o rechazo. 

La decisión será apelable juntamente con la sen­
tencia en los casos en que el recurso sea procedente 
contra ésta. 

Art. 67. — El juez deberá disponer las diligencias 
necesarias para que la prueba orrecida pueda subs­
tanciarse en una sola audiencia. En cualquier estado 
del juicio podrá decretar las medidas de prueba que 
estime convenientes. 

Art. 63. — Cuando el juez estimare improcedente 
alguna medida de prueba ofrecida por las partes, po­
drá denegar su producción mediante resolución fun­
dada, la que será apelable juntamente ^on la sen­
tencia en los casos en que el recurso sea procedente 
contra ésta. 

Art . 69. — El que deba absolver posiciones será 
citado por lo menos con dos días de anticipación por 
despacho telegráfico, bajo apercibimiento de que, si 
dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por 
confeso sobre los hechos expuestos en la demanda 
o contestación, salvo prueba en contrarío. De este 
medio probatorio podrán usar las partes una'sola vez. 

Cuando las partes intervinieren personalmente, se­
rán citadas en el uomicilio legal que hubieren cons­
tituido; si lo hicieren por medio de apoderados, la 
citación se hará en el domicilio reaL 

Art. 70. — Cuando se trate de sociedades anónimas 
podran absolver posiciones, además de sus represen­
tantes legales, ios directores o gerentes con mandato 
suficiente. 

Art. 71. — En las audiencias de prueba, las partes 
podrán ser asistidas por letrado. 

Art. 72. — El juez interrogará personalmente a las 
partes bajo pena de nulidad y sólo hará constar en 
el acta las declaraciones que sean pertinentes. 

Art. 73. — Si las partes interrogadas por el juez 
respecto de hechos que les son personales, adujeren 
ignorancia, contestaren en forina evasiva o se nega­
ren a contestar, podrá estimarse esa actitud como' 
una presunción a favor de los hechos alegados por 
la contraparte, en cuanto se relacionen con el con­
tenido de la pregunta. 

Art. 74.— El juez, cuando lo considere necesario 
podrá requerir el asesoramiento de expertos, pudien­
do disponer su concurrencia a la audiencia de prueba. 

Art. 75. — Podrán ser testigos, todas las personas 
mayores de catorce años. Su número no podrá ex­
ceder de cuatro por parte. 

Si la naturaleza del juicio lo justificare, podrá ad­
mitirse un mayor número de testigos. 

Art . 76. — Los testigos serán citados por interme­
dio de la autoridad policial, haciéndoles conocer las 
penalidades de que se harán pasibles en el caso de 
no comparecer sin justa causa. Si no comparecieren 
se designará nueva audiencia, la que se celebrará 
dentro de los tres días siguientes, disponiéndose su 
comparecencia por la fuerza pública. No habiendo 
justificado su inasistencia se harán pasibles de una 
multa que impondrá el juez, la que no podrá exceder 
de cien pesos en cada caso. . 

Art. 77. — No podrán ser presentados como testi­
gos contra una de las partes, sus consanguíneos c 
afines en linea directa, ni el cónyuge aunque esté 
.separado legalmente. 

Art . 78. — El juez examinará a los testigos previo 
juramento de decir verdad, haciéndoles saber las dis­
posiciones contenidas en el Código Penal sobre falso 
testimonio. Deberán dar razón de sus dichos y si no 
lo hicieren, el juez lo exigirá. 

Art. 79. ?¿ El juez podrá, a petición de parte o de 
oficio, proceder al careo de los testigos. 

Art . 80. — Si la declaración del testigo ofreciere in­
dicios graves de falso testimonio o de soborno, el 
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juez podrá decretar de inmediato su detención, po­
niéndolo a disposición del juez del crimen, con re­
misión de los testimonios que estime pertinentes. 

Art . 81. — Las partes podrán tachar a los testigos 
por motivo fundado en inhabilidad o en hechos que 
hicieren presumir la parcialidad de su declaración 
y el juez al dictar sentencia, apreciará el valor de 
las mismas. 

La prueba de las tachas deberá producirse dentro 
de los dos días de deducidas. 

Art . 82. — Las partes deberán agregar toda la prue­
ba instrumental de que intenten valerse, dentro del 
término a que se refiere el artículo 60; no teniéndola 
a su disposición las mencionarán con la individua­
lidad posible dentro de ese término, expresando lo 
que de ella resulte y designando el lugar en que 
se encuentre. 

Art . 83. — Todo aquel contra quien se presente en 
iuicio un documento privado que se le atribuya, está 
cbligado a declarar si es o no suya la firma. 

Negada su autenticidad, si la parte que lo ha pre­
sentado insiste en su validez, se procederá al examen 
pericial. 

Are. ?4. — Cuando el juez lo crea necesario, podrá 
trasladarse al local del trabajo a fin de constatar de 
visu la..' circunstancias que considere apreciables 
como elementos de juicio. 

Art . 85. Cuando la comprobación de los hechos 
controvertidos requiera conocimientos especiales en 
alguna ciencia o industria, se procederá al nom­
bramiento de peritos. 

Ar t . 86. — Los peritos serán nombrados de oficio en 
todos los casos, pediendo su número variar de uno a 
tres, a juicio del magistrado, y de acuerdo con la ín­
dole o monto del asunto objeto de la pericia. 

Art. 87. — Los peritos podrán ser recusados hasta 
dos días después dt su nombramiento por las causas 
establecidas para le;- fueces. 

Art . 88. — El juez podrá disponer, cuando lo con­
sidere necesario, que las pericias se practiquen por 
profesionales o técniers dependientes de la adminis­
tración nacional. 

Art . 89. — Producida \a prueba, redactada y firma­
da el acta, las partes, per intermedio de sus letrados, 
podrán hacer una breve exposición verbal alegando 
sobre el mérito de la misma. Acto continuo el ma­
gistrado dictará sentencie pudiendo postergar su de­
cisión por un término qut. no exceda de dos días. 

Art . 90. — La sentencia deberá declarar el derecho 
de los litigantes, condenando o absolviendo en todo 
o en parte, debiendo fundarse en el texto de la ley 
y a falta de éste en los principios de leyes análogas 
y en defecto de éstos en los principios generales del 
derecho. Supliendo la omisión del demandante, el 
juez estará facultado para sentenciar ultra netita. 

Art . 91.— La sentencia condenatoria determinará el 
plazo dentro del cu?»l deberá procederse a su cum­
plimiento. 

Art . 92 .—La sentencia condenatoria traerá apare­
jada, aunque no se solicitare, la imposición de costas 

a la parte vencida. 
El juez podrá eximir, en el todo o en parte, de esa 

responsabilidad al litigante vencido, siempre que en­
contrare mérito para ello. 

Art . 93. —En los casos en que la iniciación y pro­
secución del juicio se haya debido a la negativa in­
justificada del deudor en el cumplimiento de sus 
obligaciones, el juez podrá fijar una indemnización 

compensatoria de los perjuicios ocasionados al acree­

dor por la demora en la percepción de sus haberes 
o en el goce de sus beneficios. 

En ningún caso esa .indemnización podrá ser su­
perior a un veinte por ciento del monto de la condena. 

Art. 94: — Las-.regulaciones de honorarios de letra­
dos y apoderados no podrán importar más del veinte 
por ciento del valor del litigio. 

Los honorarios pertenecen a los profesionales a 
favor de quienes han sido regulados. 

Ar t 95. — El juez, si lo pidiere alguna de las partes 
dentro del siguiente día hábil al de la notificación de 
la sentencia, podrá corregir cualquier error material, 

aclarar algún concepto obscuro sin alterar lo subs­
tancial de la decisión y suplir cualquier omisión en 
que hubiese incurrido sobre alguna de las preten­
siones deducidas y discutidas en el litigio. 

Art. 96. —La sentencia y toda otra resolución que 
recaiga en asuntos en que el monto cuestionado no 
sea superior a mil pesos serán inapelables. Cuando el 
monto sea superior a esa suma podrá apelarse de la 
sentencia definitiva y de las resoluciones por las 
que se decida la procedencia o improcedencia de las 
excepciones. 

El Ministerio Público de Trabajo, cualquiera sea 
el monto del juicio y en atención a la importancia 
de la cuestión de derecho debatida, podrá interponer 
recurso de apelación contra las sentencias y las re­
soluciones que deciden excepciones. 

Art . 97. —El recurso de apelación deberá inter­
ponerse dentro de los dos días de notificada la sen­
tencia. 

Art . 98. —Dentro de los tres días subsiguientes al 
de la interposición del recurso, el apelante deberá 
expresar agravios por escrito, con firma de letrado. 

Art . 99. — Cumplido el requisito establecido en el 
artículo anterior, el juez "concederá el recurso y co­
rrerá traslado de la expresión de agravios por el 
término de dos días. S'Wá 

El recurso será denegado cuando no se hayan ex­
presado agravios, quedando firme la sentencia. 

Art. 100. —Vencido el término a que se refiere el 
artículo anterior, se elevarán las actuaciones a la 
Cámara de Apelaciones. 

Art . 101. — Recibidas las actuaciones, la cámara po­
drá decretar, de oficio, medidas para mejor proveer, 
y dictará sentencia en un plazo que no podrá exceder 
de diez días. 

Art. 102. — En los casos a que se refieren los in­
cisos b ) y c ) del articulo 19, la cámara ajustará el 
procedimiento al que determinen las leyes especiales 
por las que se autorice el recurso.de apelación. 

Art . 103.—La sentencia será extendida en las ac­
tuaciones, dejándose copia en el libro destinado al 
efecto. 

Art . 104.—Las resoluciones de la cámara serán 
pronunciadas a mayoría absoluta de votos de los 
miembros de la sala que deba entender. 

Art . 105.—Las sentencias serán notificadas a las 
partes en la forma prescrita por el articulo 39. 

Art . 106.—Consentida o ejecutoriada la resolución 
de la cámara, se devolverán sin más trámite las ac­
tuaciones al juzgado de origen. 

Art . 107. — Recibidos los autos en el juzgado de 
origen, el secretario practicará la liquidación corres­
pondiente y se intimará el pago al deudor mediante 
despacho telegráfico. 
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No efectuando el pago dentro de los dos días se 
trabará embargo en bienes del deudor decretándose 
ia venta de los mismos por el martiliero que el juez 
designe, procediéndose en lo sucesivo de acuerdo con 
lo que establecen los artículos 509 y siguientes del 
Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial 
de la Capital Federal. 

I I I . Recurso de hecho 

Art. 108. — El recurso de hecho deberá deducirse 
por escrito ante la Cámara de Apelaciones y su in­
terposición no suspenderá la tramitación del juicio 
mientras el expediente no se eleve al superior. Podrá 
fundarse en retardo de justicia o en el rechazo del 
recurso de apelación. 

Art. 109. — Cualquiera de las partes podrá solicitar 
por escrito que el juez dicte sentencia cuando hu­
biere transcurrido el término a que se refiere el ar­
tículo 89. Si vencido el término de dos días de su 
presentación, no se hubiere dictado sentencia, se 
podrá deducir de queja ante la Cámara de Ape­
laciones acompañando copia simple del expresado 
escrito. Si la cámara lo considera procedente, dis­
pondrá que el juez administre justicia dentro del 
término de dos días. 

Si el magistrado desobedeciera la orden sin causa 
justificada, a juicio del superior, incurrirá en una 
multa de cien pesos que impondrá la cámara, pasán­
dose los autos al juez que le sigue en orden de turno. 

Art. 110. — Cuando el recurso se deduzca por ape­
lación denegada, deberá interponerse dentro de dos 
días y acompañarse copia simple de la providencia 
recurrida La cámara dispondrá la elevación de los 
autos y declarará bien o mal denegado el recurso. 

IV. — Medidas precautorias 

Art. 111. — Podrá decretarse, a petición de parte 
embargo preventivo sobre los bienes del deudor: 

a) Cuando se justifique sumariamente que el 
deudor trata de enajenar, ocultar o transportar 
bienes o que, por cualquier causa, se hubiere 
disminuido notablemente su responsabilidad, 
en forma que perjudique los intereses del 
acreedor y siempre que el derecho del peti­
cionante surja verosímilmente de los extremos 
probados; 

b) Cuando exista sentencia favorable o confesión 
expresa o ficta de hechos que hagan presumir 
el derecho alegado; 

c ) Que ia existencia del crédito esté justificada 
con instrumento público o privado atribuido 
ni deudor, reconocida la firma por dos testigos. 

A r t 112. — En todos ios casos en que, habiendo lu­
gar a embargo preventivo o definitivo, éste no pu­
diera hacerse efectivo por no conocerse bienes del 
deudor, podrá solicitarse contra él inhibición general 
para vender o gravar sus bienes. 

Art. 113. — Cuando cualquier acto de disposición u 
ocultamiento de bienes, por parte del empleador, pu­
diera comprometer la efectividad de ios derechos 
concedidos por las leyes del trabajo, el Ministerio 
Público si lo estimare conveniente podrá solicitar las 
medidas precautorias a que se refieren los artícu­
los 111 y 112. 

V —Procedimiento arbitral 

Art. 114. — Si las partes, en los casos previstos en 
el artículo S£¿ optasen por el procedimiento arbitral, 
lo manifestarán en la audiencia de conciliación subs­
cribiendo en el mismo acto el respectivo compromiso 
en el que se establecerán la cuestión o cuestiones 
que se someten, señalándose la audiencia de prueba 
que deberá celebrarse dentro de los diez días. 

Art. 115. — Serán condiciones esenciales del com­
promiso a las que deberán someterse las partes: 

a) Que el trabajador deba continuar en el des­
empeño de sus tareas aceptando provisional­
mente las condiciones impuestas; 

b) Que si la modificación se declarare arbitraria 
o la rebaja injustificada, el empleador deje sin 
efecto la modificación o rebaja a partir de la 
notificación del fallo, reintegrando al traba­
jador el importe de los salarios que hubiere 
dejado de percibir como consecuencia de la 
modificación o rebaja; 

c) Que si la modificación o rebaja es justificada, 
el trabajador deberá aceptar las nuevas con­
diciones. 

Art. 116. — Dentro de los tres días de realizada la 
audiencia de conciliación se designarán los repre­
sentantes a que se refiere el artículo G ,̂ mediante la 
presentación de un escrito donde conste la confor­
midad de los mismos para el desempeño del carga 
y a quienes se tendrán por nombrados previo jura­
mento y justificación de las condiciones requeridas 
para su desempeño. 

Si las partes no propusieran a sus respectivos re­
presentantes en el término expresado, la comisión 
procederá a nombrarlos de oficio, designándolos de 
la nómina de expertos a que se refiere el artículo 27. 

Art. 117. — Las partes ofrecerán las pruebas de que 
intenten valerse dentro del mismo término fijado en 
el articulo anterior. 

En todos los casos la totalidad de la prueba deberá 
ser substanciada en ia audiencia respectiva e incum­
be a las partes adoptar las medidas necesarias para 
ello. En caso contrario perderán el derecho de hacer 
uso de las mismas. 

Art. 118. — Los miembros de la comisión nombra­
dos por las partes o de oficio, podrán ser recusados 
dentro del día subsiguiente hábil al de su nombra­
miento, ante la misma comisión. Son casos de re­
cusación: 

a) Tener interés directo en el asunto; 
b) Ser pariente dentro del cuarto grado de con­

sanguinidad y segundo de afinidad, con alguna 
de las partes; 

c) Tener enemistad manifiesta con alguna de las 
partes, por hecho determinado. 

La excusación deberá fundarse en las mismas cau­
sales. 

Art. 119. — La comisión, con exclusión del miembro 
recusado, resolverá sin más trámite sobre la recusa­
ción interpuesta, siendo inapelable su resolución. 

Art. 120. — Excluido un representante por excusa­
ción o recusación, la parte que lo propuso deberá 
designar reemplazante dentro de las 24 horas en la 
forma establecida en el artículo 116. 
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Art. 121. — El presidente y el secretario de la co­
misión de arbitraje podrán ser recusados por las 
mismas causales que los jueces de primera instancia. 

Art. 122. — La.Comisión Arbitral procederá sin su­
jeción a formas legales, limitándose a recibir las 
pruebas que ofrezcan las partes, en la medida que lo 
estime necesario para la comprobación de los hechos; 

Art . 123. — La comisión se constituirá el día y hora 
designado para la audiencia de pruebo con la tota­
lidad de sus miembros. : Jíta 

Art . 124. — Los representantes designados a pro­
puesta de las partes o de oficio, que dejaren de con­
currir sin justa causa a la constitución del tribunal, 
se harán pasibles de una multa de veinte o cien pesos 
moneda nacional, que aplicará el presidente. 

Art. 125. — Producida la prueba, la comisión dic­
tará resolución dentro de un plazo que no exceoerá 
de dos días. 

La resolución se limitará a expresar si la modifica­
ción impuesta está dentro de las facultades patronales 
o si la rebaja de la remuneración es o no justificada. 

Art . 126. — Contra la resolución de la comisión de 
arbitraje no habrá otro recurso que el de nulidad, 
que no podrá fundarse sino en haberse resuelto sobre 
puntos no sometidos a su decisión o en haberlo he­
cho fuera del término legal. 

El recurso se interpondrá dentro del tercer día de 
la notificación ante la comisión de arbitraje, la que 
elevará las actuaciones a la Cámara de Apelaciones, 
que resolverá sin más trámite. 

Art. 127. — El compromiso cesa en sus efectos: 

a) Por la voluntad unánime de los que lo con­
trajeron; 

b) Por el transcurso del término legal establecido 
para dictar resolución. 

CAPÍTULO I I I 

Disposiciones generales 

Art. 128. — En cualquier estado del procedimiento 
se intentará avenir a las partes, mediante soluciones 
conciliatorias. 

Art. 129. — Las autoridades judiciales y administra­
tivas que integren el fuero del trabajo en el ejercicio 
de sus funciones, podrán imponer apercibimientos 
y multas hasta cincuenta pesos moneda nacional y 
arrestos de 24- horas, que podrán aumentarse hasta 
48 horas en el caso de reincidencia, por las faltas 
que se cometieren en las audiciencias y demás pro­
cedimientos, al respeto y consideración que les son 
debidos. Las medidas disciplinarias aplicadas por las 
comisiones de conciliación y arbitraje serán apela­
bles ante el juez de primera instancia, y las impues­
tas por éste, ante la cámara. 

El recurso de apelación deberá ser interpuesto den­
tro de las 24 horas. 

Art . 130. — Sin perjuicio de las penalidades esta­
blecidas en el presente decreto, la Cámara de Ape­
laciones, los jueces, la Comisión de Conciliación y 
las de Arbitraje, podrán imponer multas de diez a 
cien pesos a toda persona que debidamente citada no 
compareciera sin causa justificada. 

Art . 131. — Las multas que se impongan en virtud 
de lo dispuesto en el presente decreto deberán ser 
satisfechas dentro de las 48 horas de su notificación 

y en caso de no hacerse efectivas se procederá de 
conformidad con lo que establece el artículo 10 de 
la ley 11.570. 

Art. 132. — La Comisión de Conciliación y el Mi­
nisterio- Público del Trabajo dependerán de la Se­
cretaria de Trabajo y Previsión y sus miembros se­
rán nombrados por el Poder Ejecutivo a propuesta 
de la misma. 

Art. 133. — La superintendencia a que se refiere el 
artículo 32 será ejercida por la Cámara de Apelacio­
nes de acuerdo con lo que dispone el artículo 103 de la 
ley de organización de los tribunales de la Capital 
Federal. 

Sobre la Comisión de Conciliación las facultades 
derivadas de la superintendencia sólo las ejercerá la 
cámara en cuanto a los actos de aquélla vinculados 
con el procedimiento judicial. 

Art . 134. — En el procedimiento conciliatorio y ar­
bitral se actuará en papel simple. 

En el procedimiento judicial la reposición deberá 
hacerse de acuerdo con lo que al respecto establezca 
la ley de sellos. m^i, 

Los compromisos arbitrales así como los convenios 
resultantes de las soluciones conciliatorias no estarán 
sujetos a gravamen fiscal. 

S Art. 135. — Los apoderados y letrados de la Secre-
aría de Trabajo y Previsión, cuando ejerzan la re­

presentación y patrocinio de empleados y obreros, 
podrán firmar sin estampilla fiscal, con cargo de re­
posición en el supuesto de percibir honorarios de los 
patronos demandados en virtud de condenación con 
costas. * • ¿ 

Art. 136. — Los empleadores no podrán deducir 
suma alguna de los sueldos o salarios de sus emplea­
dos u obreros, cuando éstos se vean obligados a faltar 
e interrumpir sus tareas"por citaciones de las autori­
dades del fuero especial del trabajo; en caso con­
trario se harán pasibles de las sanciones previstas en 
el artículo 9"? de la ley 11.278. 

Art. 137. — En las cuestiones de competencia que 
se susciten se procederá en la forma prescrita en el 
título X del Código de Procedimiento en lo Civil 
y Comercial de la Capital Federal. 

Art. 138.— Los hechos en que se fundamenten las 
demandas que se deduzcan ante la jurisdicción del 
trabajo y que hayan dado lugar a resoluciones ad­
ministrativas condenatorias de la Secretaría de Tra­
bajo y Previsión en uso de sus facultades, serán 
tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario. 

Art. 139. — A partir de la vigencia del decreto 
21.425, las acciones derivadas de la ley 9.688 se tra­
mitarán de acuerdo al procedimiento que el mismo 
establece, actuando como tribunal de apelación en 
la Capital Federal, la Cámara de Apelaciones de la 
jurisdicción del trabajo. ísi^t 

Art. 140. — Quedan derogadas las disposiciones de 
la ley 12.713 en cuanto encomiendan a las comisiones 
de Conciliación y Arbitraje de la Capital Federal la 
substanciación y resolución de las cuestiones corar 
prendidas en el artículo 32 de la misma. 

CAPÍTULO I V 

Disposiciones transitorias 

Art. 141. —Los juicios actualmente en trámite en 
otras jurisdicciones que sean de competencia de la 
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que se crea por el presente decreto quedarán radi­
cadas en los tribunales de origen hasta su termi­
nación. 

Art, 142. — Por la primera vez, para los nombra­
mientos a que se refiere el artículo 10, la Secretaria 
de Trabajo y Previsión hará las propuestas pres­
cindiendo de la terna. El juramento de los miembros 
de la Cámara de Apelaciones, en esta oportunidad, 
se prestará ante la Corte Suprema de Justicia de 
.la Nación. 

Art. 143. — La Cámara de Apelaciones tendrá un 
oficial mayor, tres oficiales primeros, un habilitado, 
tres auxiliares, cinco escribientes principales, cinco 
escribientes, un mayordomo y cuatro ordenanzas. 

Cada juzgado tendrá un auxiliar mayor, un auxi­
liar primero, un auxiliar, un escribiente principal, 
un escribiente y un ordenanza. 

Habrá cuatro oficiales de justicia, que dependerán 
de la cámara. 

Art. 144. — Este decreto comenzará a regir a partir 
del 1? de marzo de 1945. 

Art. 145. — La Secretaría de Trabajo y Previsión 
adoptará las medidas necesarias para que los orga­
nismos creados por el presente decreto inicien su 
actuación en el término fijado en el articulo anterior. 

Art. 146. — Quedan derogadas todas las disposicio­
nes que se opongan al presente decreto. 

Art. 147.. — Comuniqúese, publiquese. dése al Re­
gistro Nacional y archívese. 

FARRELL. 
Juan Perón. — Rómulo Etcheverry Boneo. 

— Alberto Teisaire. — Orlando L. Pe-
lujfo. — Juan Pistarini. — César Ame-
ghino. 

A r t . 29 — L o s magistrados y funcionarios que 
integran la Justicia del Trabajo ' gozarán de la 
misma jerarquía y retribución que los que in ­
tegran la justicia ordinaria de la Capital F e d e ­
ral, a cuyo efecto se incluirán en el presupuesto 
de la Nación las partidas necesarias, pagándose 
en el ínterin los sueldos correspondientes, de 
Tentas generales. 

A r t . 3° — Ratifícase con fuerza de ley, a 
part i r de su publicación, e l decreto l ey 21.425/44, 
que se transcribe a continuación, dictado el 10 
de agosto de 1944, re la t ivo a la institución de 
la instancia administrativa obligatoria para el 
resarcimiento de accidentes del trabajo: 

DECRETO 21.425/44 

Institución de la instancia administrativa obligatoi ia 
para el resarcimiento de accidentes del trabajo 

en todo el país 

Buenos Aires, 10 de agosto de 1944. 

El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo 
general de ministros, 

DECRETA: 

CAPÍTULO I 

Reglas de competencia 

Artículo l 9 — El resarcimiento de los infortunios 
del trabajo ocurridos en el territorio de la Nación, 

estará sujeto a las normas de procedimiento y garan­
tías adicionales establecidas en el presente decreto. 

Art. 29 — La Dirección de Trabajo de la Secretaria 
de Trabajo y Previsión intervendrá en todos los ac­
cidentes que se produzcan en la Capital Federal, per­
tenezcan o no al régimen de la ley de accidentes del 
trabajo 9.688 y de su modificatoria 12.631. La misma 
intervención tendrán las delegaciones de la Secretaria 
de Trabajo y Previsión en las provincias y territo­
rios, en los accidentes ocurridos en sus jurisdicciones. 
En la instancia administrativa las jurisdicciones terri­
toriales atribuidas por este decreto son improrrogables. 

Art. 3 9 — Dicha intervención tendrá los alcances y 
se ajustará a las siguientes reglas: 

1. En los accidentes sometidos a las leyes citadas 
en el articulo 29, cuando no formule una 
reserva expresa sobre la obligación de indem­
nizar y entraña el caso, por consiguiente, la 
fijación del monto de la indemnización, la Di­
rección de Trabajo o las delegaciones regio­
nales, según el caso, de oficio, realizarán todas 
las gestiones para su liquidación y resolución, 
la que, previa substanciación del recurso auto­
rizado por el articulo 28, si fuera interpuesto, 
causará ejecutoria en los términos estableci­
dos por las leyes de procedimiento de la ju­
risdicción que corresponda; 

2. Cuando en los mismos casos se formule una 
reserva expresa sobre la obligación de indem­
nizar, se realizarán las gestiones establecidas 
en el articulo 59, careciendo, en este caso, la 
intervención del alcance prescrito en el in­
ciso anterior; 

3. En los accidentes del trabajo no comprendidos 
en el régimen de las leyes citadas y que están 
protegidos por un seguro de los equiparados 
a las mismas, se procederá con las facultades 
acordadas por el inciso 19, debiendo ajustarse 
para la liquidación a las disposiciones contrac­
tuales celebradas entre el patrono y la emú 1 esa 
aseguradora; 

4. En los accidentes del trabajo no comprendidos 
en alguna de las situaciones ya previstas, sobre 
los cuales no exista seguro y que entrañen 
de consiguiente, una acción del derecho común, 
se intervendrán con la mismas facultades acor­
dadas por el inciso 19 y se aplicará el criterio 
general de las leyes 9.688 y 12.631. en el case 
que las partes, mayores de edad, voluntaria­
mente, se sometan a su jurisdicción; 

5. En la situación contemplada en el inciso 29, 
las partes podrán someterse voluntariamente 
a la resolución que sobre todas- las cuestiones 
planteadas dicte la autoridad del trabajo. Di­
cha resolución tendrá el alcance y efectos es­
tablecidos en el inciso 19. 

Art. 49 —Con excepción de los casos comprendidos 
en el inciso 29 del artículo anterior, y una vez radi­
cados los procedimientos en la instancia administra­
tiva, las partes no pueden ocurrir a otra jurisdicción, 
ni accionar por la vía del derecho común, ni aun de 
común acuerdo desistir o renunciar a ella ni recurrir 
a la vía judicial o arbitral. En caso de que los renun­
ciantes sean el obrero o sus derechoabientes, se de­
signará por la autoridad del trabajo el abogado que 
en su defecto debe proseguir las actuaciones y, en su 
caso, disponer el ingreso de la indemnización a los 
fondos de la caja de garantía. 
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Art. 59 — En el caso del inciso 2', artículo 3V, se 
comunicará de inmediato al obrero o derechohabien-
tes la reserva invocada para que procedan a iniciar 
acción judicial, pudiendo utilizar los servicios de pro­
fesionales de la autoridad del trabajo, los que serán 
prestados en forma gratuita. Las actuaciones, en este 
caso, se darán por finalizadas al conocerse que se ha 
iniciado juicio o, en su defecto, una vez reunidos 
antecedentes bastantes para establecer prima facie 
el monto y la procedencia de la indemnización. 

Art . 6? — Si no obstante haber formulado expresa 
reserva sobre la obligación de indemnizar el patrono 
o asegurador, dispusieran entregar alguna indemni­
zación al interesado, fuera de las que correspondan 
a su inhabilitación temporaria, deberán efectuarla en 
la caja de accidentes, so pena de la sanción del ar­
tículo 99 de la ley 9.688 y, en su caso, las establecidas 
por este decreto. 

Art. 79 — Producida la situación del artículo 59 si 
el interesado no dedujera acción judicial en el plazo 
de sesenta días, la autoridad del trabajo, estimándola 
viable, dispondrá que se inicie de inmediato en re­
presentación de la caja de garantía. La indemnización 
que se obtenga en el juicio ingresará definitivamen­
te a los fondos de esa caja, en la medida que e l 
obrero o sus derechohabientes hubieran sido indem­
nizados por ajuste directo con transgresión de la ley. 

Art. 89 —- La manifestación desconociendo la obli­
gación de indemnizar a que se refiere el artículo 39, 
debe ser efectuada en la denuncia o en la primera 
presentación posterior que haga el patrono o subro-
gador, en términos claros y. categóricos. La manifes­
tación efectuada fuera de esas oportunidades, ambi­
gua, confusa, reticente, obscura o dubitativa, será 
interpretada en el sentido de que se acepta la obli­
gación áe indemnizar, como asimismo, cuando existan 
actos de sometimiento al procedimiento o, mediando 
requerimiento y emplazamiento al efecto, no se haga 
manifestación alguna. 

Art. 99 — El juez ante quien se deduzca demanda 
por indemnización de accidente del trabajo, no la 
admitirá sin la presentación de un certificado de la 
autoridad del trabajo competente en el que conste 
que el demandado ha formulado la reserva del ar­
tículo 39, inciso 29 y concordantes de este decreto, 
bajo pena de nulidad. 

CAPÍTULO I I 

Procedimiento 

Art. 10. — El procedimiento será en todos los casos 
de oficio. La autoridad del trabajo que tenga a su 
cargo el trámite podrá disponer en cualquier estado, 
las diligencias que estime convenientes para suplir 
la insuficiencia de los elementos probatorios. 

Art. 11. — Los obreros damnificados o sus parientes 
deberán hacer la denuncia del accidente, ante los 
funcionarios del trabajo o policiales dentro de los 
treinta días de ocurrido o de haber llegado el hecho 
a su cenocimiento Los patronos deberán efectuarla 
dentro de las veinticuatro horas contadas desde el 
momento en que se informaron del accidente. Igual 
obligación de formularla tendrán las compañías de 
seguros dentro del plazo de tres días de haberle sido 
denunciado el accidente, bajo pena de las sanciones 
establecidas en los artículos 46 y 47 de este decreto. 
Se presume que el patrono o sus agentes han tomado 
conocimiento del accidente en la Capital Federal a 

las veinticuatro horas de ocurrido y en las provincias 
o territorios a las cuarenta y ocho horas. El denun­
ciante podrá muñirse de una constancia que se otor­
gará en salvaguardia de su responsabilidad. La misma 
obligación tendrán los funcionarios públicos que en 
razón de sus cargos tuvieran conocimiento de un 
accidente1 del trabajo. 

Art. 12. — La denuncia deberá contener indefecti­
blemente: nombres, apellido y domicilio del acciden­
tado y del patrono, lugar y fecha del accidente, clase 
de industria o establecimiento donde ocurrió y opi­
nión facultativa sobre el carácter de las lesiones. La 
denuncia que no contenga estos requisitos se tendrá 
por no verificada a los efectos de las sanciones pre­
vistas en el artículo 25 de la ley 9.688. sin perjuicio 
de su recepción por las autoridades y de que se le 
imprima el curso previsto en el presente decreto. 

Art. 13. — La denuncia será hecha ante la autoridad 
del trabajo o autoridades policiales del lugar del 
hecho. Recibida la denuncia por la policía, la entre­
gará bajo recibo o la comunicará por vía telegráfica 
o postal certificada a la autoridad del trabajo de la 
respectiva jurisdicción, dentro del tercero dia. 

Art. 14..— En posesión de la denuncia, la autoridad 
del trabajo competente procederá de acuerdo con las 
reglas siguientes: 

1. Si prima facie el accidente no reviste impor­
tancia, se practicarán las diligencias necesarias 
para establecer si el patrono o seguro propor­
cionaron a la víctima las prestaciones esta­
blecidas en los artículos 89 inciso d) y 26 de 
ia ley 9.688. En este caso, quedando efectiva­
mente sin incapacidad el obrero y habiénaose 
dado cumplimiento a lo dispuesto en el apar­
tado anterior, se comunicará a las partes que 
al año de la fecha del alta médica, no mediando 
reclamo, se archivarán las actuaciones, con la 
advertencia dé que esta resolución tendrá fuer­
za de cosa juzgada; %y 'y 

2. Si prima facie el accidente reviste importancia, 
se organizarán de inmediato actuaciones pro­
duciéndose por los medios más adecuados una 
investigación prolija del hecho, con todos los 
antecedentes relativos a la víctima, las condi­
ciones en que cumplía el trabajo, datos per­
sonales de los causahabientes y grado de pa­
rentesco, indicándose si vivían bajo el amparo 
y con el producido del trabajo de la víctima. Se 
consignarán también los nombres y domicilios 
de los testigos del hecho y el informe del fa­
cultativo asistente, con todas las especifica­
ciones del articulo 16 y con la indicación de 
si fué designado por el obrero, patrono o se­
guro. Si hay seguro se indicará el nombre y 
domicilio de la compañía aseguradora y el gé­
nero y límite de los riesgos, patronales que 
tiene a su cargo. ¡ta" 

En este caso se exigirá el cumplimiento de 
las obligaciones del inciso 19 de este articulo 
e \ las oportunidades legales. 

Art. 15. — Suscitándose divergencias sobre la fecha 
del alta médica del obrero, se solicitará de las partes 
ofrezcan y produzcan la prueba que tengan en apoyo 
de sus manifestaciones, fijándoles plazo para su pre­
sentación. Si emplazada a esos efectos, alguna de las 
partes no presentara pruebas, se estará a lo manifes-
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tado por la otra, apreciándose esta circunstancia pru-
dencialmente por la autoridad de decisión. 

Art. 16. — Los informes médicos a que se refiere 
el inciso 2? del articulo 14 serán ilustrativos de las 
lesiones, conteniendo fecha del alta médica si se hu­
biere otorgado y, en caso contrario, pronóstico y 
tiempo aproximado que aun necesitará la cura del 
obrero. Si estuviere curado indicará precisamente 
si queda con incapacidad permanente, como asi las 
condiciones generales de salud del damnificado y, en 
lo posible, sus aptitudes para el trabajo. Debiendo pro­
seguir tratamiento, expresará el indicado para la cura­
ción y restitución de las funciones de la victima. 

Art. 17. — Las diligencias del articulo 14 inciso 29, 
serán realizadas por el funcionario del trabajo o po­
licial dentro de los cinco días de comisionado. Si no 
se hubieran concluido dentro del plazo indicado, el 
instructor informará sobre las causas del impedi­
mento a la autoridad del trabajo. Si para el diligen-
ciamiento debiera requerirse por razones de juris­
dicción o de distancia, la intervención de otros fun­
cionarios, lo hará asi comunicándolo en el día a la 
autoridad que lo comisionó, debiendo hacer igual co­
municación la autoridad en quien se delega el trámite. 

CAPÍTULO I I I 

Peritajes médicos 

Art. 18 — El examen del obrero accidentado o 
víctima de una enfermedad profesional, a los efectos 
de dictaminar sobre su incapacidad para el trabajo, 
se realizará por una junta de médicos integrada por 
un facultativo oficial y uno por cada parte, pero no 
obstará a la realización y validez del informe la no 
concurrencia de médicos de las partes. 

Art. 19. — Habiendo sido dado el alta médica la 
junta se convocará para dentro de los ocho días de 
conocida esa circunstancia por la autoridad del tra­
bajo. El examen en consulta se dispondrá toda vez 
que dicha autoridad lo crea conveniente, aun cuando. 
de las constancias actuariales surja que la victima 
queda sin incapacidad para el trabajo. 

Art. 20. — En caso de surgir disidencia, sin perjui­
cio de formalizarse ésta por escrito en el acto de la 
celebración del reconocimiento en consulta, los mé­
dicos intervinientes, con el asentimiento del facul­
tativo oficial, podrán producir sus informes hasta tres 
días después. 

Art. 21. — Producida la disidencia se realizará un 
segundo peritaje exclusivamente por médico o mé­
dicos oficiales que no hayan emitido opinión. Los 
médicos de las partes podrán asistir a este examen al 
solo efecto de ilustrar al facultativo oficial, pero sin 
emitir dictamen. En la citación al primer reconoci­
miento se transcribirá este artículo y el 18. 

Art. 22. — Las pericias médicas serán explicativas 
de todas las circunstancias que se hayan ponderado 
para valorar la incapacidad, y la autoridad de decisión 
apreciará estas conclusiones periciales confrontándo­
las con las demás circunstancias particulares del caso 
y las normas doctrinarias y jurisprudenciales ilustra­
tivas de la legislación substantiva aplicable. Cuando 
sea del caso, se indicará, además, en los informes mé­
dicos el tratamiento posterior indicado para la recu­
peración o readaptación profesional del accidentado. 

Art . 23. — Los reconocimientos médicos se reali­
zarán en los servicios que organice la Secretaria de 

Trabajo y Previsión, o en los hospitales y estableci­
mientos sanitarios dependientes directa o indirecta­
mente de la Nación, de las provincias o municipalida­
des, o que reciban subvención de las mismas, sin per­
juicio de que se realicen en el lugar donde es asistido 
el obrero, si asi conviene a su estado. 
• Art. 24. — No se permitirán peritajes de médicos 
interesados o al servicio de compañías de seguros, 
sino cuando actúen en representación de las mismas. 
Los designados, en el acto de la pericia, manifestarán 
si están comprendidos en la inhabilidad. En caso de 
omisión o de falsedad el dictamen quedará invalidado, 
además de la prohibición para el infractor de inter­
venir en lo sucesivo como perito én actuaciones de 
esta naturaleza. 

Art. 25. — La Secretaría de Trabajo y Previsión, 
para su mejor aplicación, reglamentará las disposicio­
nes de este capitulo y proyectará dentro de los no­
venta días la creación de una clínica de trabajo para 
la cura de obreros accidentados o víctimas de enfer­
medades profesionales, como así también para los 
fines del articulo 22, último apartado. 

CAPÍTULO I V 

. Resolución 

A r t 26. — Reunidos los antecedentes para proce­
der a la liquidación, se dará vista a las partes por 
un término de cinco días a contar de la notifica­
ción, el que, en casos excepcionales, podrá ser am­
pliado hasta diez, para que, por nota o personalmen­
te, manifiesten lo que vieren convenirles en apoyo 
de sus derechos y para que ofrezcan en la misma 
oportunidad la prueba de que dispongan, la que será 
recibida en los diez días subsiguientes. 

Art. 27. — Vencido el término de la vista sin que 
las partes hagan uso del derecho acordado en el ar­
ticulo anterior, o substanciada la prueba ofrecida, el 
expediente quedará en estado de resolución, la que 
será dictada por el director de Trabajo o delegados 
regionales, dentro de los cinco días, sin perjuicio de 
las diligencias que se dispongan en ejercicio de las 
atribuciones que establece el articulo 10 de este de­
creto. 

CAPÍTULO V 

Recursos 

A r t 28. — La resolución del articulo anterior es 
'apelable, dentro de los cinco días de notificada, ante 
el juez de primera instancia en lo civil o comercial, 
o el tribunal o juez de apelación de la Justicia de 
Paz Letrada, donde la hubiere; de acuerdo con las re­
glas de competencia que por el fuero y el monto se 
encuentren establecidas en las leyes procesales y de 
organización de la justicia ordinaria en la jurisdic­
ción respectiva. 

Art . 29. — Las apelaciones previstas por este de­
creto serán deducidas en todos los casos ante la auto­
ridad del trabajo respectiva, por acta, por vía postal 
o telegráfica. La autoridad del trabajo procederá, 
dentro de las 24 horas, a remitir el expediente al 
superior, quien llamará autos para resolver dentro 
de tercero dia, sin perjuicio de lo establecido en el 
articulo siguiente. 

A r t 30. — Las partes podrán fundar el recurso al 
deducirlo y el tribunal de apelación no admitirá 
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escritos, memorias, ni otros elementos. Sólo podrá 
disponerse, con el carácter de medida para mejor 
proveer, una audiencia a realizarse dentro de los 
cinco días, para que las partes expongan lo que haga 
a sus derechos. En este último caso, el juez dictará 
sentencia dentro de las .24 horas de realizada la au­
diencia y el tribunal en el primer acuerdo. Si la 
audiencia no se realizara por inconcurrencia de am­
bas partes, se resolverá dentro del mismo término. 

Art. 31. — Si, en el curso de la tramitación, alguna 
de las partes se considerase agraviada por una reso­
lución de la autoridad del trabajo, podrá interponer, 
-en el plazo de 48 horas, el recurso de apelación pre­
ventiva, para ser resuelta juntamente con el recurso 
previsto por el artículo 28. La interposición de tal 
recurso implica la no aceptación de la medida im­
pugnada y el sometimiento de la cuestión al supe­
rior, quien, al resolver lo principal, resolverá lo acce­
sorio. Si se hiciere lugar a la apelación preventiva, 
el superior subsanará lo que hubiere sido motivo de 
agravio y se pronunciará, al mismo tiempo, sobre el 
fondo del asunto. En ningún caso el expediente será 
elevado al superior si no mediara apelación contra 
la resolución definitiva. 

Art . 32. — Todas las providencias y resoluciones 
que no lleven la firma del director de trabajo o de­
legado regional, serán recurribles ante los mismos y 
sin forma de trámite. 

CAPÍTULO V I 

Ejecución 

Art. 33. — Ejecutoriada la resolución dictada por 
la autoridad del trabajo y vencido el término para 
BU cumplimiento, si los interesados no dedujeran la 
acción de ejecución de sentencia dentro de los dos 
meses de notificados, ésta se deducirá de oficio por 
profesionales oficiales. En la Capital Federal cono­
cerá en la ejecución el juez de paz letrado o de pri­
mera instancia en lo civil o. comercial, de acuerdo 
al monto y los respectivos fueros. En las provincias 
y territorios, ejercitándose esta acción por los inte­
resados, será competente la autoridad judicial que 
corresponda de acuerdo con la organización de la jus­
ticia ordinaria en la respectiva jurisdicción y ejer­
citándose- de oficio por profesionales designados por 
la autoridad del trabajo, cualquiera sea el monto, 
intervendrá la justicia de primera instancia en lo 
civil o comercial, excluyéndose la de menor cuantía. 

CAPÍTULO "VIL 

Acción judicial 

Art. 34. — Será juez competente para intervenir 
en los juicios de indemnización por accidente del 
trabajo en los casos autorizados por este, decreto, el 
que corresponda de acuerdo con la organización de la 
justicia ordinaria en la respectiva jurisdicción, cuan­
do la acción sea ejercitada directamente por los in­
teresados. Cuando lo sea por profesionales designa­
dos por la autoridad del trabajo, el de primera ins­
tancia en lo civil o comercia] competente de acuerdo 
con las mismas normas, en los casos que el de menor 
cuantía del asiento del profesional designado carezca 
de competencia para intervenir en él juicio. 
; Art . 35. — En todos los casos dé juicios por in­
demnización de accidente del trabajo los jueces re­

querirán, bajo pena de nulidad, y dentro de los cinco 
días de deducida la acción, las actuaciones adminis­
trativas producidas, indicando fecha del certificado 
de reserva presentado por, el actor, de conformidad 
a lo dispuesto en el articulo 9?. Las actuaciones se­
rán remitidas en el estado en que se encuentren, 
debiendo ser devueltas oportunamente con un testi­
monio de la sentencia definitiva. 

Art. 36. — En los juicios de indemnización por 
accidente del trabajo, aún cuando la acción se oasara 
en el derecho común por causa de dolo, culpa o ne­
gligencia patronal, los jueces no admitirán cesión, 
transacción o renuncia. La sentencia ordenará tam­
bién en estos casos que el importe de la condena se 
deposite en la caja del articulo 9? de la ley U.688. 
Estos fondos serán entregados directamente a los 
titulares del derecho aun cuando hubiere mandatario 
con facultad de percibir. 

Art. 37. — Los jueces sólo deducirán de la indem­
nización los anticipos que prescribe el artículo 8?, 
inciso d ) , de la ley 9.688 y los que expresamente se 
hubiera autorizado en las actuaciones administrativas. 

CAPÍTULO VI I I 

Medidas precautorias 

Art. 38. — De oficio o a pedido de parte intere­
sada, la autoridad del trabajo podrá solicitar judi­
cialmente inhibición o embargo preventivo sobre los 
bienes del patrono o asegurador en las situaciones del 
articulo 3?, inciso 2?, o cuando el obrero o sus derecho-
habientes justificaran en las actuaciones administra­
tivas que el patrono trata de enajenar u ocultar sus 
bienes. Podrá también requerirlo cuando existan in­
dicios justificados de que por cualquier otro medio 
se pretende defraudar los*" derechos de los beneficia­
dos o de la caja de garantía. 

Art, 39. — Los jueces, verificados los recaudos a 
que se refieren les artículos anteriores, decretarán 
el embargo o inhibición requeridos con carácter pre­
ventivo y sin más trámites, dentro de las veinticuatro 
horas de solicitados, remitiendo en el día directa­
mente oficio al Registro de Propiedad que corres­
ponda. Salvo el caso de orden judicial, los embargos 
o inhibiciones decretados sólo se levantarán previo 
depósito de la suma por la cual hubieren sido soli­
citados, o prestando fianza real a satisfacción de la 
misma autoridad. El depósito se efectuará en el Ban­
co de la Nación, a la orden de la autoridad del tra­
bajo que hubiere pedido la medida y como pertene­
cientes a las actuaciones en que se originen, en pago 
o a las resultas del juicio correspondiente. 

Art. 40. — El monto de la suma por la cual se 
deberá librar el mandamiento de embargo será esti­
mado prudencialmente por la autoridad del trabajo 
que lo solicite, no pudiendo, en ningún caso, exceder 
del máximo legal. 

CAPÍTULO I X 

Asistencia médica 

Art. 41. — El obrero tendrá la libre elección del 
médico pero el patrono o asegurador sólo responderá 
por los honorarios que fije la autoridad, del trabajo 
que conozca el caso, salvo en aquellas jurisdicciones 
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en que exista tarifa o arancel, en cuyo caso se apli­
cará. Si el patrono o asegurador no suministrare asis­
tencia médica al accidentado, los honorarios del fa­
cultativo elegido por el obrero se fijarán de acuerdo 
con los principios corrientes, con prescindencia de los 
criterios estimativos señalados. Hasta tanto entren en 
vigencia Las normas que prevé el artículo 45, exis­
tiendo disconformidad, se ilustrará el criterio de es­
timación de los honorarios con los informes que, 
siendo requeridos, estarán obligados a suministrar 
los facultativos oficiales o los establecimientos a que 
se refiere el articulo 23. Para fijar los gastos de 
farmacia originados por el tratamiento del acciden­
tado, servirá de guía el decreto del Poder Ejecutivo 
nacional sobre precios máximos para especialidades 
medicinales, sin perjuicio de su estimación por el 
médico oficial. 

Art. 42. — El patrono podrá informarse del estado 
del damnificado por intermedio de un facultativo de 
su confianza, quien tendrá derecho a examinarlo en 
presencia del médico que lo asista y en el lugar 
en que se preste la asistencia. Si el obrero se negara 
a admitir esta formalidad, comprobada su negativa 
por la autoridad del trabajo, podrá suspenderse el 
pago de b asistencia médica y farmacéutica. 

Art. 43. — En caso de disconformidad entre ambos 
médicos, el patrono o compañía' aseguradora deberá 
dar cuenta, dentro de las veinticuatro horas, por vía 
postal certificada o por telegrama, a la autoridad 
del trabajo. Su silencio se interpretará como una 
expresión de -conformidad. 

Art. 44. — El patrono o asegurador deberá satisfa­
cer en tiempo oportuno los gastos hechos por el ac­
cidentado, para proporcionarse asistencia médica y 
farmacéutica. Si los patronos y compañías de seguros 
pagaran directamente los honorarios de los profe­
sionales interesados, lo pondrán oportunamente en 
conocimiento de la autoridad del trabajo, en salva­
guardia de sus responsabilidades. 

Art. 45. — La Secretaria de Trabajo y Previsión 
someterá, dentro de los sesenta días, al Poder Eje­
cutivo de la Nación un proyecto de tarifa de aran­
celes médicos para la asistencia facultativa de los 
accidentados del trabajo. 

CAPÍTULO X 

•Sanciones 

Art. 46. — Las personas o entidades que de cual­
quier modo obstruyan el procedimiento, ya sea des­
acatando las resoluciones de la autoridad del trabajo 
o sus agentes» o falseando las informaciones que se 
le soliciten en forma ostensible o encubierta, .o no 
respondan a los requerimientos, se harán pasibles 
de multas de veinte a mil pesos moneda nacional. 
En defecto del pago, se aplicará arresto de un día 
por cada veinte pesos de multa. 

Art. 47. — Si la infractora fuese una empresa de 
seguros, la Secretaría de Trabajo y Previsión podrá 
disponer, en caso de reincidencia, la exclusión de la 
empresa en las tramitaciones administrativas y, se­
gún las circunstancias, solicitar al Poder Ejecutivo 
el retifo de la autorización para operar en contratos 
de seguros en los riesgos de accidentes del trabajo. 

Art. 48. — No obstante lo dispuesto en este ca­
pítulo, la autoridad del trabajo puede hacer cumplir 

directamente sus resoluciones en los casos suscepti­
bles de cumplimiento por la fuerza pública, cuyo 
concurso será prestado inmediatamente de ser soli­
citado, como si mediara requerimiento judicial. 

Art. 49. — Para conocer en el procedimiento por 
infracciones previstas en este decreto, será competen­
te la autoridad administrativa o judicial, con arreglo 
a las disposiciones existentes sobre la materia en 
cada jurisdicción. 

CAPÍTULO X I 

Disposiciones generales 

Art. 50. — Las partes deberán fijar su domicilio 
en el lugar sobre el que ejerce jurisdicción la auto­
ridad del trabajo respectiva. El domicilio que fijen 
en las actuaciones se tendrá por domicilio consti­
tuido y en él se notificarán las providencias que co­
rrespondan. La negativa de las partes a constituir 
domicilio será reprimida con las sanciones del ar­
tículo 46, sin perjuicio del procedimiento en rebeldía 
establecido por el articulo 52. 

Art. 51. —Las notificaciones a las partes se harán 
en el domicilio constituido, siendo válidas las que se 
efectúen por carta certificada con aviso de retorno, 
telegrama recomendado, por cédula, o por todo otro 
medio que acredite de modo fehaciente que la co­
municación ha sido entregada en el domicilio cons­
tituido. Asimismo, se estimará notificada la provi­
dencia existiendo constancia de que el interesado ha 
tenido conocimiento de la misma. 

Art. 52. — Si la parte responsable de la indemni­
zación no comparece o no responde a los requeri­
mientos, será declarada rebelde. Esta providencia se 
notificará por medio fehaciente en el domicilio que 
constare en las actuaciones o en el que se establezca 
de oficio, prosiguiéndose el trámite hasta dictarse 
resolución. 

A r t 53. — En cualquier estado, podrá tomar el re­
belde la intervención que le corresponda, sin retro­
gradarse el procedimiento por esta circunstancia. 

Art. 54. — Únicamente se tendrán por percibidas 
por los accidentados, sumas superiores a las de la 
indemnización temporaria, si fueron entregadas con 
autorización de la autoridad del trabajo y bajo los 
recaudos que ésta determine. 

Art. 55.— En las actuaciones que se promuevan 
por accidentes fatales,. se designará un funcionario 
que vigile los derechos que subsidiariamente pudie­
ran corresponder a la caja de garantía. 

Art. 56. — Los particulares, sean personas físicas 
o jurídicas, están obligados a proporcionar las infor­
maciones de los hechos de que tuvieran conocimien­
to y que le fuesen requeridos. Se extiende esta obli­
gación a la de comparecer personalmente cuando se 
considere necesario. Los infractores a lo dispuesto 
en este articulo se harán pasibles de las sanciones 
del articulo 46. 

Art. 57. — La autoridad del trabajo queda autori­
zada para dirigirse directamente a los organismos ad­
ministrativos de la Nación, provincias o municipa­
lidades y reparticiones autárquicas, requiriendo in­
formaciones o los. servicios que correspondan a la 
naturaleza de sus funciones. Esta colaboración se or­
ganizará de manera permanente en los estableci­
mientos que el secretario de Trabajo y Previsión 
considere como más conveniente para la eficiencia 
de los servicios. 
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Art. 58. — La intervención de mandatarios en el 
procedimiento no obstará a que se requiera la com­
parecencia de los interesados, toda vez que se estime 
convenga al esclarecimiento y decisión del caso. 

Art . 59. — Aun cuando exista mandato con facultad 
de percibir, las cajas de accidentes y la garantía 
entregarán las indemnizaciones o sus rentas directa­
mente a los titulares de las mismas, salvo el caso de 
repesentación necesaria. 

Ar t . 60. — No obstará a la prosecución de los trá­
mites establecidos en el presente decreto, la existen­
cia de menores interesados, quienes estarán repre­
sentados por la autoridad del trabajo, con exclusión 
de toda otra intervención que no sea la que puedan 
tomar directamente quienes ejerzan la patria potes­
tad o tutela del incapaz. 

Art. 61. — La instancia administrativa que crea este 
decreto, interrumpe en todos los casos la prescripción 
de la acción emergente de la ley 9.688. Producida la 
situación del artículo 39, inciso 2?, la prescripción 
empezará a correr nuevamente desde que el obrero 
o sus derechohabientes tomen conocimiento de la 
misma. 

Art. 62. — Existiendo discrepancia entre la auto­
ridad del trabajo y la judicial, o habiendo duda res­
pecto a quien debe conocer en un caso de accidente 
de trabajo, el punto será resuelto por el magistrado 
o tribunal que, de acuerdo a la organización de la 
justicia ordinaria de la jurisdicción respectiva, sea 
el superior del juez con quien se haya suscitado la 
cuestión. En este caso, sin otro trámite, la autoridad 
del trabajo elevará las actuaciones al superior que : 

deba dirimir la cuestión. En la providencia de ele­
vación, se citará este artículo, comunicándose lo re­
suelto al juez respectivo, quien también remitirá al 
superior lo actuado, dentro de las .24 horas de haber 
sido oficiado. Recibidos los antecedentes por el su­
perior, dentro de los ocho días, lo devolverá a la 
autoridad que deba proseguir, con la resolución que 
dirime el incidente, la que en la misma oportunidad 
será comunicada a la que resulte incompetente. 

Art . 63. —- Las cajas de accidentes y de garantía 
pagarán las indemnizaciones o sus rentas, según co­
rresponda, a los beneficiaros declarados en la reso­
lución definitiva y firme, de la que se remitirá copia 
autenticada por la autoridad del trabajo, sin otro re­
quisito que el de la identificación del interesado. 

Art. 64. — En las actuaciones administrativas de 
accidentes, no hay formas sacramentales que puedan 
acarrear nulidades, y en caso de existir vicios de pro­
cedimiento, ellos serán subsanados por el juez o tri­
buna] que conozca en la apelación. El expediente 
será devuelto a la autoridad administrativa única­
mente cuando la sentencia se encuentre firme. 

Art . 65. — Todos los términos que establece este 
decreto se ampliarán en razón de la distancia en la 
proporción de un día por cada cincuenta kilómetros. 

Art . 66. — Para ser director de trabajo o delegado 
regional de la Secretaría de Trabajo y Previsión, 
se requiere poseer título de abogado, con tres años de 
ejercicio en la profesión, como mínimo. Las personas 
que en la actualidad ocupan esos cargos, aun cuando 
no reúnan esas condiciones, serán mantenidas en los 
mismos si han acreditado una preparación eficiente 
en la especialidad. 

Art. 67. — El director de trabajo y delegados re­
gionales, podrán delegar en otros funcionarios de su 
dependencia la atención del trámite y la firma de las 

resoluciones pertinentes, salvo las definitivas, las que 
pidan medidas precautorias, las que provean recur­
sos, las que dispongan la expedición del certificado 
del artículo 99 y ordene iniciar acciones judiciales, 
todas las cuales son privativas o indelegables. 

Art . 68. — Las disposiciones de este decreto son 
aplicables a los casos de enfermedades profesionales, 
en cuanto no se opusieren a su naturaleza. 

Art. 69. — La instancia administrativa creada por 
este decreto será aplicada en la Capital Federa] a les 
accidentes del trabajo ocurridos desde el 19 de julio 
de 1944, y en las provincias y territorios nacionales 
en la fecha que para cada uno de ellos se establezca 
por resolución del secretario de Trabajo y Previsión, 
dentro del plazo máximo de seis meses. 

Art. 70. — Deróganse las leyes, decretos y resolu­
ciones nacionales y provinciales, en cuanto se opon­
gan a las disposiciones del presente decreto. 

Art. 71. — Comuniqúese, publíquese, dése al Re­
gistro Nacional y archívese. a FARRELL. 

Juan Perón. — Alberto Teisaire. — César 

Ameghino. — Diego I. Masón. — Or­

lando L. Peluffo. — Juan Pistarini. — 

Rómulo Etcheverry Boneo. 

A r t . 49 — Derógase, a partir de la p romulga­
ción de la presente l ey , el decreto l ey 21.425/44, 
debiendo tramitarse las acciones derivadas de 
la l ey 9.088, de acuerdo al pronunciamiento que 
establece el decreto ley 32.347/44 de creación 
de los Tr ibunales de l Trabajo , y por ante los 
tribunales que por el mismo se organizan. 

A r t . 5 o — El P o d e r Ejecut ivo reglamentará 
la forma de substanciar el t rámite administra­
t i v o que corresponda por las denuncias de ac­
cidentes del t rabajo y acciones derivadas de l 
cumpl imiento de la l ey 9.688, formuladas ante 
la Secretaría de Traba jo y Prev is ión . 

A r t . 6 o — A g r é g a s e al artículo 86 del decre ­
to 32.347/44, como segundo apartado, el s i­
guiente : Cuando se trate de peri taje médico en 
accidentes del trabajo, los nombrados deberán 
ser médicos legistas diplomados o ser especia­
listas en traumatología. 

A r t . 79 — Comuniqúese al Poder Ejecut ivo . 

Dios guarde al señor presidente. 

RICARDO C. GUARDO. 

Leónidas Zavalla Carbó. 

Sr. Pres idente . — En consideración en g e ­
neral . 

Sr . Ramella. — P i d o la palabra. 
En real idad el despacho está f i rmado única­

men te p o r t res m iembros de la Comis ión d e 
Negoc ios Constitucionales. Esta comisión ha e n ­
tendido que la sanción de l Senado modif icando 
e l decre to l e y que creaba los Tr ibunales de l 
Traba jo contempla m e j o r la organización de los 
mismos. L a Comis ión de Legis lac ión Genera l 
había hecho un estudio minucioso con la p r e ­
sencia del señor minis t ro de Justicia e Instruc­
ción Públ ica . Después de var ias sesiones y de 
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un detenido estudio se l l egó a la conclusión de 
que era necesario estructurar de nuevo la o r ­
ganización de los Tribunales del Trabajo. 

En este asunto ha ocurrido una curiosa s i ­
tuación parlamentaria, que me afirma más en 
e l concepto de que el sistema adoptado por e l 
Senado de aprobar en bloque los decretos leyes, 
como lo hizo, es muy superior al de su desglose 
a veces sin responder a una razón atendible ni 
a una fundamentación lógica. En esas sancio­
nes en g lobo de decretos leyes el Senado apro­
bó, e l decreto 32.347/44 y en esa ocasión se dejó 
expresamente establecido que se tomaba esa 
determinación de aprobar en bloque los decre ­
tos leyes a los efectos de lograr una estabilidad 
jurídica que no existía en el país a raíz de los 
innumerables decretos leyes dictados por el 
gobierno revolucionario, y que con el f in de que 
quedara establecido definit ivamente qué cosa 
era ley , y qué cosa no lo era, el Senado adop­
taba esta determinación de tanta trascendencia 
e importancia. Se aprobó, pues, el decreto de 
creación de los Tribunales del Trabajo pero 
como también se dejó a salvo —como no p o ­
día ser de otra manera— el derecho del S e ­
nado de analizar minuciosamente todos los d e ­
cretos leyes e irles introduciendo las reformas 
que considerara conveniente, dictó una ley pos­
terior modificando, como digo, totalmente la 
organización de los Tribunales del Trabajo , en 
una forma que considero superior a la del d e ­
creto. A h o r a bien, la Honorable Cámara de 
Diputados ha considerado las dos sanciones del 
Senado, l a pr imit iva , y luego, la otra sanción 
del Senado, como surge de la misma carpeta 
acompañada por la Cámara de Diputados con 
todos los antecedentes que se habían reunido. 

A n t e esta situación, la comisión y en vista 
de que la Cámara de Diputados había conside­
rado y tenido a la vista la segunda sanción del 
Senado e implíci tamente la había rechazado, 
ha optado por insistir en la segunda sanción 
del Senado de manera de dar un organismo más 
ajustado y más técnicamente concebido, en l o 
que se ref iere a los Tribunales del Trabajo. 

Sr . Saadi. — P i d o la palabra. 
Después de escuchar al señor miembro i n ­

formante de la Comisión de Legis lac ión G e n e ­
ra l que aboga en f avor de l despacho que ha 
producido la misma, debo hacer presente al 
Honorable Senado la urgencia que existe de 
que se convier ta en ley , de una buena v e z , este 
proyecto, a objeto de dar estabilidad definit iva 
a los Tr ibunales de l Trabajo . B i en sabemos cuál 
es la función que desempeñan y están l lamados 
a desarrollar en favor de una clase necesitada 
y abandonada, que hasta ahora estuvo en el más 
completo de los desamparos. 

L u e g o de un análisis hecho a la sanción de 
la Honorab le Cámara de Diputados, en la que 
han colaborado miembros de la mayor ía y de 
la minoría de ese cuerpo, empeñados en solu­

cionar este problema, y con el ánimo de hacerlo 
en l a mejor forma posible, es que he l legado a 
la conclusión de que el Honorable Senado debe 
aprobar e l proyecto tal cual lo ha sancionado 
la Honorable Cámara de Diputados, y no insis­
tir en la sanción del Senado. L o contrario, i m ­
portaría dilatar esta cuestión que tanto interesa 
a todos. 

Ahora bien; si los señores miembros de la 
Comisión de Legislación General, con un cr i ­
ter io muy respetable y elevado, creen que es 
necesario introducir modificaciones a este p r o ­
yecto, y o les recordaría que siempre hay t i em­
po para ello. Considero asimismo que no es ésta 
la mejor sanción que podíamos haber dado so­
bre este asunto. H a y que introducirle varias 
modificaciones, pero, como dije, habrá t iempo 
para e l lo . P o r eso, solicitaría al señor presi ­
dente de la comisión y miembro informante 
que, ante esta situación y por los motivos e x ­
puestos, acepte cambiar su temperamento a f in 
de que se preste aprobación definitiva a la san­
ción que v iene de Diputados sin perjuicio, como 
es lógico, de que más adelante se haga la r e ­
forma del caso. 

Sr. Bav io . — P ido la palabra. 
Desde luego, señor presidente, que la comi ­

sión de legislación, con tres de sus miembros, 
ha producido despacho. 

Sr. Ramel la . — En realidad es la Comisión 
de Negocios Constitucionales. 

Sr. B a v i o . — A s í es; pero no podríamos pedir 
que ret ire su despacho o lo modif ique porque, 
indudablemente, la comisión ha tenido sólidos 
fundamentos para insistir en la sanción del H o ­
norable Senado, no solamente en cuanto al de ­
creto 32.347, sino para insistir también, como 
lo hace, en la sanción dada al decreto 21.425 
que establece la instancia administrativa o b l i ­
gatoria para el resarcimiento de los accidentes 
del trabajo. P e r o las razones que acaba de dar 
el señor senador por Catamarca, son de una 
evidencia indudable. L a situación de los T r i b u ­
nales del Trabajo en el momento actual no pue­
de prolongarse más y hay verdadera urgencia 
en consolidar def in i t ivamente una institución 
de la trascendencia e importancia de esos t r i ­
bunales. Y o no dudo que la sanción del H o n o ­
rable Senado, por los detalles de su articulado, 
por la forma en que ha sido concebida, es su­
per ior a la sanción de la Cámara de Diputados, 
pero las razones que muy bien ha fundado el 
señor senador por Catamarca aconsejan que, 
en este caso, aceptemos tal cual v iene e l p r o ­
yec to de la Cámara de Diputados y lo dejemos 
conver t ido en ley , pero haciendo una salvedad 
expresa de que, en realidad, estoy per fec tamen­
te identif icado con el modo de sentir y pensar 
de la comisión que ha dictaminado en este caso. 

Sr. Presidente. — Se v a a vo t a r p rev iamente 
e l despacho de la comisión, como corresponde, 
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y en caso de ser rechazado, se votarán los a r ­
tículos modificados por la Cámara de Diputados-

—Se vota y resulta negativa. 

Sr. Pres idente . — En. consideración los ar t ícu­
los modif icados por la Cámara de Diputados. 

Sr . Figueiras . — Propongo que se acepten 
en genera l y en particular. 

Sr. Ramella . — Creo que si está en e l ánimo 
del Senado aprobar las modificaciones de la 
Cámara de Diputados, se podr ía hacer una sola 
votación. 

Sr. Saadi. — En genera l y en particular. 
Sr. Pres idente . — A s í lo ent iende la P res iden­

cia y por eso se van a l ee r los artículos que han 
sido modif icados por l a Cámara de Diputados. 

—Se lee nuevamente. 

—Ocupa la Presidencia el señor presi­
dente para caso de acefalía, senador A l ­
berto Teisaire. 

Sr. Pres idente ( T e i s a i r e ) . — Se va a vo ta r en 
general el p royec to tal cual ha sido sancionado 
por la Honorab le Cámara de Diputados. 

—Se vota y resulta afirmativa. 

—En particular es igualmente aprobado. 

Sr . Pres idente ( T e i s a i r e ) . — Queda conver t ido 
en l ey . 

7 

MOCIONES 

Sr . Cruz. — H a g o moción en el sentido de 
que en la sesión de mañana se consideren las 
m o d f icaciones introducidas por la Cámara de 
Diputados a los proyectos de l ey sobre servic io 
ex te r io r de la Nac ión y creación del Cuerpo 
de A b o g a d o s del Estado. 

Sr . Saadi . — P i d o la palabra, para hacer una 
sugestión al señor senador: que t ratemos maña­
na el p r imero de esos proyectos, y dejemos para 
pasado mañana e l segundo. 

Sr . Cruz. — C o m o v ienen en segunda revis ión 
con algunas modifijcaciones de forma, no de f o n ­
do, no habr ía inconveniente en tratar los dos 
proyectos en la sesión de mañana. 

Sr . Saadi . — H e solici tado esta b r e v e p o s ­
tergación, en razón de que cuando e l Honorab le 
Senado estudió y aprobó estos proyectos , m e 
encontraba ausente, in tegrando la misión d i p l o ­
mát ica en M é j i c o , por l o cual no pude tomar 
conocimiento de estos asuntos. A h o r a , si hay 
alguna razón de orden super ior para que deban 
ser considerados mañana mismo, no hago cues­
t ión. 

Sr. Cruz. — Existe interés por parte del Poder 
Ejecutivo, en que se considere especialmente 
el proyecto de creación del Cuerpo de Abogados 
del Estado. 

Sr. Saadi. - r - P e r o por un día m á s . . . 
Sr. B a v i o . — Creo, señor senador por Tucu -

mán, que podríamos aceptar el temperamento 
propuesto por e l señor senador por Catamarca, 
encaminado a tratar un proyec to mañana y e l 
otro en la sesión del viernes* 

Sr. Presidente ( T e i s a i r e ) . — ¿Acepta»e l señor 
senador? 

Sr. Cruz. — M u y bien; no tengo inconve­
niente. 

Sr. Presidente ( T e i s a i r e ) . — Habiendo asen­
timiento, se procederá en la forma indicada. 

Sr. G ó m e z del Junco. — P i d o la palabra. 
Habiendo tenido entrada algunos pedidos de 

acuerdo del P o d e r Ejecut ivo, y como la c o m i ­
sión ha despachado y a otros pedidos análogos, 
hago indicación para que -el v ie rnes p róx imo 
celebremos sesión secreta para considerarlos. 

—Asentimiento. 

Sr. Pres idente ( T e i s a i r e ) . — Habiendo asen­
t imiento, así se hará. 

Se va a continuar con el orden del día. 

11 
F A L S A S DECLARACIONES EN DOCUMENTOS 

ADUANEROS QUE D I S M I N U Y A N L A PERCEP­
CIÓN DEL SERVICIO DE ESTADÍSTICA. 

—Se lee: Hfi 

Despacho de comisión 

Honorable Senado: 

ñ 
Vuestra Comisión de Presupuesto, Hacienda 

y Finanzas ha considerado el p royec to de l ey 
ven ido en revis ión de la Honorab le Cámara de 
Diputados, imponiendo penalidades para r ep r i ­
m i r las falsas declaraciones, actos u omisiones, 
sean o no con intención de defraudar, que en 
documentos aduaneros l l even a la percepción de l 
servicio de estadística, en cantidades menores a 
las l eg í t imamente adeudadas por las mercade ­
rías que se importen, transiten o expor ten ; y , 
por las razones que dará su miembro informante, 
os aconseja su aprobación. 

Sala de la comisión, 31 de enero de 1947. 

Alfredo Busquet. — César Vallejo. 
— Armando G. Antille. — Justi-
niano de la Zerda. — Francisco 
R. Luco. — Alberto Durand. — 
Osear Tascheret, 
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Sanción de la Honorable Cámara de Diputados 

PROYECTO DE LEY 

Ei Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Art ícu lo I o -— Cualquier falsa declaración, 
acto u omisión, sean o no con intención de d e ­
fraudar, que en documentos aduaneros l l even a 
la percepción del servicio de estadística, en can­
tidades menores a las legí t imamente adeudadas 
por las mercaderías que se importen, transiten 
o exporten, serán juzgadas con arreglo a l p r o ­
cedimiento de las ordenanzas de aduana y leyes 
complementarias, pero penadas con una multa 
de hasta el décuplo del importe que e l fisco hu­
biere dejado de percibir, salvo los casos en que 
el hecho esté reprimido con una pena mayor . 

A r t . 2 o — Comuniqúese al Pode r Ejecut ivo. 

RICARDO C . GUARDO. 

Leónidas Zavalla Carbó. 

Sr. Presidente ( T e i s a i r e ) . — E n conside­
ración. 

Sr. Busquet. — P ido la palabra. 
El proyecto de l ey que ha venido en revis ión 

de la Honorable Cámara de Diputados, que en 
este momento entra a consideración del cuer­
po, impone penas para repr imir las falsas d e ­
claraciones, actos u omisiones, sean o no con 
intención de defraudar, que en documentos 
aduaneros l l even a la percepción del servicio de 
estadística, en cantidades menores a la l eg í t i ­
mamente • adeudadas por las mercaderías que 
se importen, transiten o exporten. 

Este proyecto de l e y t iende especialmente a 
llenar una sentida necesidad en la legislación 
aduanera, a que la percepción por un servicio 
que presta el Estado guarde una justa re la ­
ción con su importancia y a evi tar los errores 
en las cifras estadísticas de l vo lumen del c o ­
mercio ex ter ior de nuestro país, propósitos cuya 
trascendencia los destacan suficientemente, para 
abundar en mayores argumentos. 

A este respecto es m u y expl ica t ivo e l m e n ­
saje, que acompañando el proyecto , env ió el 
Pode r Ejecut ivo al Congreso, y que se ha i m ­
preso en e l orden del día a consideración del 
cuerpo. En e l citado mensaje, se detallan la 
manera cómo se ha burlado e l pago del servicio 
dé estadística y la forma en que e l P o d e r E j e ­
cu t ivo ha tratado de evi tar la , pero otras f o r ­
mas de evasión se han producido cuya r e p r e ­
sión sólo puede hacerla e l Congreso, por e x c e ­
derse de las atribuciones conferidas al Pode r 
Ejecut ivo . D e a l l í la razón de este proyecto de 
l ey . A este respecto dice el mensaje que cuando 
esos hechos se producen en operaciones de i m ­
portación, están repr imidos con penas tan s e ­
veras que pueden l l egar hasta e l comiso de las 
mercaderías en infracción, como son las de d i ­
ferencia de cal idad y exceso de las mercade ­

rías; y , en cambio, cuando la mismas ocurren 
en operaciones de exportación no existe dispo­
sición legal que las reprima, encontrándose las 
autoridades fiscales inhibidas de aplicar pena 
alguna por falta de instrumento legal ade­
cuado. 

E l servicio de estadística no es un derecho 
a la exportación porque se cobra también a los 
mismos productos y manufacturas exportadas 
l ibres de derechos, ni a la importación porque 
se hallan sujetos a su pago los que se introduz­
can al país exentos de l impuesto aduanero. D e 
manera que su evasión no puede ser repr imida 
con las penalidades establecidas en e l artículo 
21 de la l ey 11.248 de almacenaje y eslingaje, 
ni en el artículo 18 de la l ey 11.249 que se r e ­
f iere a guinches, grúas y apertura de puentes, 
que establecen que las infracciones a esas l e ­
yes serán juzgadas con arreglo a las ordenan­
zas de aduanas como si se trataran de falsas 
manifestaciones. Tampoco se estima factible 
aplicar el concepto establecido en estas leyes, 
para repr imir las falsas declaraciones al se rv i ­
cio de estadística, porque no sería equitat ivo, 
n i guardaría relación lo que se deja de pagar 
con la pena, puesto que por este servicio se 
abona sólo una tasa de interés del tres por mi l 
sobre los valores que constan en los documen­
tos aduaneros. P o r eso, la sanción que se aplica 
mediante este proyecto de ley , puede l legar so ­
lamente hasta el décuplo del servicio que se 
de jó de abonar, quedando facultadas las auto­
ridades de fiscalización para graduar la pena 
según la naturaleza de cada hecho y los ante­
cedentes del infractor. 

P o r estas razones y por las que se dan en e l 
mensaje del Pode r Ejecutivo, es que la C o m i ­
sión de Presupuesto, Hacienda y Finanzas; acon­
seja la aprobación del proyecto de l ey , en igual 
forma que lo ha enviado la Honorable Cámara 
de Diputados. 

Sr. Presidente ( T e i s a i r e ) . — Si no se hace 
uso de la palabra, se v a a vo ta r en general , y , 
tratándose de sólo un artículo, la votación será 
al mismo t iempo en particular. 

—Se vota y resulta afirmativa. 

Sr . Presidente ( T e i s a i r e ) . — Queda conver ­
tido en l ey . 

9 

EXENCIÓN DEL P A G O DEL SERVICIO 
DE GUINCHE 

—Se lee: 

Despacho de comisión 

Honorable Senado: 

Vuestra Comisión de Presupuesto, Hacienda y 
Finanzas ha considerado e l proyecto ven ido en 

cscarlato
Línea

cscarlato
Resaltado

cscarlato
Resaltado




